
		
			[image: Relaciones paterno-filiales]
		

	
		
			CARLOS LASARTE ÁLVAREZ

			(Director)

			FRANCISCO JAVIER JIMÉNEZ MUÑOZ

			(Coordinador)

			RELACIONES PATERNO-FILIALES CONGRESO IDADFE 2011

			VOLUMEN II

			[image: 65924.jpg]

		

	
		
			AUTORES

			FRANCESCO RUSCELLO

			MARIA RAQUEL GUIMARÃES

			JUAN C. MENÉNDEZ MATO

			M.ª DOLORES PALACIOS GONZÁLEZ

			ANTONIA PICORNELL LUCAS

			JOAQUÍN M.ª RIVERA ÁLVAREZ

			ANDRÉS ARIAS ASTRAY

			MERCEDES SÁNCHEZ BARBA

			ÍÑIGO MATEO Y VILLA

			REYES BARRADA ORELLANA

			REMEDIOS ARANDA RODRÍGUEZ

			ANA ISABEL BERROCAL LANZAROT

			MERCEDES ALBERRUCHE DÍAZ-FLORES

			CAROLINA MESA MARRERO

			MARTA MADRIÑÁN VÁZQUEZ

			M.ª FERNANDA MORETÓN SANZ

			VANESSA GARCÍA HERRERA

			MARÍA MEDINA ALCOZ

			FERNANDO BREA SANCHIZ

		

	
		
			PRESENTACIÓN

			Tras el pertinente acuerdo de la Junta Directiva, los días 4 a 6 de abril de 2011, el Instituto de Desarrollo y Análisis del Derecho de Familia en España (en abreviatura, IDADFE), convocó un congreso de ámbito internacional sobre la temática de «Filiación, patria potestad y relaciones familiares en las sociedades contemporáneas», cuya página web oficial puede ser todavía consultada en: www.idadfe.es.

			Naturalmente hubo una gran mayoría de juristas españoles, casi en su totalidad iusprivatistas, pero hubo también una nutrida representación de colegas europeos. Ambos grupos de personas, por lo general y conforme a la práctica habitual de la asociación convocante, pudieron elegir a su voluntad la temática de su aportación, siempre y cuando fuera posible su incardinación en los tres cortes temáticos fundamentales que la rúbrica general del Congreso expresaba. Con posterioridad, los miembros de la Junta Directiva acordamos, tras un plazo cercano al período temporal de un curso académico, otorgar la posibilidad de que todas las personas participantes en el referido Congreso pudieran aportar los correspondientes originales que ahora ven la luz bajo el patrocinio de IDADFE y el prestigioso sello editorial de la editorial Tecnos. Por tanto, no hay una absoluta correspondencia entre las aportaciones y resúmenes presentados y defendidos en el Congreso con la publicación, dado que algunas personas han declinado finalmente dar a las prensas el original que, en principio, pensaron aportar, pero ciertamente todos los estudios aquí comprendidos fueron objeto de exposición y, a continuación, de coloquio y debate, en el Congreso celebrado en la primavera de 2011.

			En la primavera de 2014, tras haber procedido a la debida agrupación temática, van a ser publicados los dos primeros volúmenes de los cuatro inicialmente previstos, de conformidad con algunos de los fines propios de IDADFE expresados en sus Estatutos:

			1.º Mantener, fomentar y estrechar los lazos existentes entre los estudiosos y especialistas del Derecho de familia.

			2.º Estimular el desarrollo científico y contribuir al prestigio de esta especialidad jurídica en todos los niveles y grados.

			3.º Patrocinar, individual o colectivamente, la programación y la formación de la enseñanza del Derecho de familia y Grupos familiares.

			Creemos que, con ello, atendemos al mantenimiento y defensa de la dinámica propia de la asociación (www.idadfe.es), antes y ahora abierta a todas las personas interesadas en el estudio de las cuestiones, cualesquiera cuestiones, englobadas en el Derecho de familia. Sobre todo, ahora, en estos tiempos de penuria editorial, provocados por una crisis económica de origen y carácter financiero, generado en los sancta sanctorum de la banca especulativa y codiciosa y en los corrillos políticos de quienes, instalados en el poder, jugaron a ser banqueros o, quizá todavía peor, a diseñar grandiosas e inútiles obras públicas e instalaciones aeroportuarias sin futuro alguno que, encima hemos debido pagar, euro a euro, los ciudadanos de a pie, los funcionarios públicos, los trabajadores, los becarios, las abnegadas amas de casa, los deudores hipotecarios y los inversores a la fuerza, denominados preferentistas —en buena medida, víctimas de técnicas bancarias engañosas diseñadas desde la cúspide de las entidades financieras y toleradas por las instituciones que hubieran debido controlarlas—, etc.

			Pero, en fin, la indignación frente a los aprovechados del sistema, no debe hacernos olvidar nuestra función y nuestra ilusión de que el Derecho sea la regla de convivencia y que su análisis en profundidad sirva para la mejora de la normativa propia reguladora del Derecho de familia, acechado ahora por el incremento de problemas derivados de la terrible crisis económica que hemos vivido en los últimos siete años y que parece empezar a aflojar su escalofriante tenaza.

			Por tanto, con ilusión y complacencia presentamos esta obra colectiva, en la que las aportaciones de las personas participantes se han convertido formalmente en capítulos de libro, aunque en la programación inicial de nuestro Congreso de 2011 no fueran tal, sino —insistamos— aportaciones individuales y plenamente libres para cada uno de los autores, si bien en la ordenación final y numerada de los capítulos se haya mantenido el orden de exposición en el Congreso.

			Manifestada nuestra complacencia por la esmerada publicación, debo subrayar de manera particular el magnífico trabajo de coordinación desarrollado por el actual Secretario de IDADFE, el profesor Francisco J. Jiménez Muñoz, en la propia organización del Congreso y, posteriormente, en la publicación de los volúmenes dimanantes del Congreso Internacional de 2011.

			En este segundo tomo, intitulado Relaciones paterno-filiales, se recogen en particular dieciséis aportaciones, que naturalmente no debe el firmante reseñar ni comentar en modo alguno, sino sencillamente relacionar, indicando la temática abordada por cada uno de nuestros autores, cuya autoría se encuentra ya resaltada en la página quinta de esta obra, y a quienes la Junta Directiva de IDADFE expresa su agradecimiento por la participación en el Congreso y, después, por la revisión de los correspondientes originales, que versan sobre las siguientes materias:

			1) Il rapporto genitori-figli nella crisi coniugale in Italia.

			2) O novo regime português do «apadrinhamento civil».

			3) La progresiva desnaturalización de las relaciones paterno-filiales.

			4) El ejercicio de los derechos de la personalidad por menores de edad.

			5) La dignidad del menor en el entorno familiar y la facultad de corrección de los progenitores.

			6) Estatuto del cónyuge del progenitor en la legislación europea.

			7) La planificación judicial de las relaciones paterno-filiales en Cataluña.

			8) La responsabilidad civil de los padres.

			9) La redimensión de la representación legal de los padres: la figura del menor maduro.

			10) Eficacia de los actos realizados por los menores de edad y por sus representantes legales.

			11) Algunos aspectos polémicos sobre la prestación de alimentos a los hijos.

			12) Crisis de pareja y pensión de alimentos en relación con los hijos comunes mayores de edad.

			13) Conflictos familiares de naturaleza patrimonial y mediación: el caso de los legados alternativos.

			14) El deber de alimentos a los hijos mayores de edad. Especial referencia a los hijos sometidos a patria potestad prorrogada.

			15) Los menores como ciberagentes dañosos, la responsabilidad paterna y la exención de los prestadores de servicios de intermediación.

			16) Autonomía privada, crisis matrimonial y responsabilidad parental en el Derecho común y en el nuevo Derecho catalán.

			Así pues, ofrece el presente volumen una amplia panorámica sobre los aspectos más destacados o más problemáticos de la dinámica y de la problemática propia de las relaciones paterno-filiales en la sociedad actual, tan diferenciada respecto de la sociedad coetánea en el momento de las codificaciones decimononónicas. Por ello, esperamos que el libro sea bien acogido por buena parte de los juristas, teóricos y prácticos, interesados en los temas jurídico-familiares.

			CARLOS LASARTE

			Presidente de IDADFE

			Catedrático y Director del Departamento

			de Derecho Civil de la UNED (Madrid)

			Madrid, 20 de marzo de 2014

		

	
		
			CAPÍTULO I

			IL RAPPORTO GENITORI-FIGLI NELLA CRISI CONIUGALE IN ITALIA

			FRANCESCO RUSCELLO

			Profesor Ordinario

			Universidad de Verona

			1. LA COMPLESSITÀ DEL TEMA

			È indubbio che il tema del rapporto genitori-figli nella crisi coniugale, abbinando due «termini» in apparente opposizione che implicano, l’uno (il figlio), l’essere in formazione di una persona, l’altro (la crisi coniugale), la patologica evoluzione di un rapporto di vita strumentale, tra l’altro, proprio a quella formazione, costituisce un tema particolarmente complesso nei confronti del quale il giurista non può che manifestare disagio, consapevole della necessità di non poter esaurire con le sole sue competenze un problema che, fra l’altro, si affaccia sulla psicologia di coppia e familiare e sulla sociologia della famiglia.

			D’altra parte, di regola, opposti possono essere anche i modi di vivere quella crisi da parte dei soggetti in essa coinvolti: dai coniugi, seppure nella variegata gamma di storie personali e di coppia, come esperienza non necessariamente negativa, potendo essi vederla bensí come termine di un vissuto ma anche quale inizio di una nuova vita, con nuovi legami, nuovi affetti, nuove aspirazioni; dai figli, vere vittime della crisi, come momento di disincanto di un rapporto, quello fra i genitori, anche mitizzato, che, incrinandosi o sciogliendosi, non può non incidere, piú o meno negativamente, sullo sviluppo della loro personalità.

			In conseguenza della crisi, di fronte al bambino si prospetta non piú una realtà condivisa, in modo piú o meno conflittuale, dai suoi genitori, ma a due realtà separate e contrastanti. Quasi sempre, d’altra parte, ciascun coniuge propone una sua verità. Le due diverse verità si autoescludono e, inevitabilmente, vengono vissute anche dal figlio che, alternativamente, è portato ad accettare ora l’una ora l’altra.

			La psicologia e la sociologia molto possono aiutare il giurista nella scoperta di soluzioni adeguate, e ciò non soltanto in relazione alla concreta situazione di conflitto. Ma non possono essere le uniche ancora di salvataggio in una società sempre piú globalizzata che nell’evoluzione dei rapporti economici e delle dinamiche sociali vede anche l’evoluzione dei rapporti familiari.

			Certo mi sembra che, rappresentando la famiglia un valore dell’ordinamento —tant’è che da piú parti si parla anche di «principio famiglia»—, ogni crisi della famiglia non potrebbe che rappresentare un «disvalore». Il «valore famiglia», tuttavia, non è un valore in sé: in tanto è riconosciuto come tale, in quanto sia strumentale alla realizzazione della personalità dei membri che quella famiglia compongono. Sicché la crisi della famiglia può assumere un diverso significato e una diversa rilevanza in considerazione della funzione che le si può assegnare: meramente prodromica alla rottura di un «elemento» essenziale per lo sviluppo della persona; strumentale al valore della persona, quale si rappresenta anche all’interno della formazione sociale famiglia. Sotto quest’ultimo aspetto, la crisi della famiglia, come sembra evidente, si prospetta su un piano non «disgregativo», ma «promozionale». In questi termini, non è casuale la previsione, da parte del legislatore italiano, di due autonome cause si separazione: l’intollerabilità della convivenza e il pregiudizio della prole (art. 151 CC), con ciò evidenziando anche la necessità di vedere, nella prole, persone che, al pari dei coniugi-genitori, devono trovare, in quella famiglia, uno degli strumenti essenziali per il corretto sviluppo della loro personalità.

			Mi sembra, dunque, che, relativamente alla posizione dei figli a seguito della separazione personale dei genitori, la modifica apportata all’art. 155 CC con la l. 8 febbraio 2006, n. 54, sul c.d. sull’affido condiviso, risulti opportunamente chiarificatrice di un profilo che, forse a motivo di una lettura poco accorta, poteva lasciare qualche margine di incertezza. Il nuovo testo dell’art. 155 CC, infatti, ampliando i contenuti anche dell’art. 6 della legge 1.º dicembre 1970, n. 898, c.d. sul divorzio, che si «limita» a stabilire la permanenza dei doveri genitoriali anche a seguito del passaggio a nuove nozze di uno o di entrambi i genitori, apre con il riconoscimenti in capo alla prole di un vero e proprio diritto a mantenere un rapporto «equilibrato e continuativo» con entrambi i genitori e, aspetto formalmente innovativo, a conservare rapporti «significativi» con i nonni e con i parenti di ciascun ramo genitoriale.

			2. L’INTERESSE DEL MINORE

			In linea di principio, ogni decisione riguardante i figli deve avere come prioritario riferimento il loro interesse. Tutto ciò è confermato anche in sede di crisi coniugale, là dove l’attuale normativa ribadisce, conformemente alla precedente disciplina, che i provvedimenti riguardanti i figli si devono fondare tutti indistintamente sul loro esclusivo interesse: «il giudice che pronuncia la separazione personale dei coniugi» —recita il comma 2 dell’art. 155 CC— «adotta i provvedimenti relativi alla prole con esclusivo riferimento all’interesse morale e materiale di essa».

			Il richiamo del legislatore è a una formula — quella dell’interesse morale e materiale della prole — che, invero, non manca di suscitare perplessità per la sua vaghezza e per la sua difficile pratica attuazione; nondimeno essa pone in evidenza la necessità di considerare in via prioritaria l’esigenza di tutelare la personalità di un individuo in via di formazione, che si trova, suo malgrado, al centro di un conflitto nei confronti del quale non avrebbe mai voluto essere parte interessata. Il figlio, il suo rapporto con i genitori, la realizzazione delle sue esigenze primarie e fondamentali, con questa clausola generale, diventano l’imprescindibile fine di ogni azione e provvedimento che li riguardi, in ogni fase e circostanza (della crisi) del rapporto coniugale.

			In realtà, sebbene cosí generico e vago, il richiamo all’interesse morale e materiale della prole, da un lato, è reso necessario per la funzione svolta dalle disposizioni che attengono alle situazioni di natura personale —quali sono quelle alle quali principalmente si riferisce il disposto normativo— caratterizzate dalla presenza di clausole generali, dall’altro, indica la necessità di relativizzare ogni provvedimento al caso concreto. Si tratta, peraltro, di una relativizzazione che si spinge fino a invadere anche la libertà dei coniugi e, in particolare, il loro dovere di governare ogni decisione che riguardi i figli sulla base del principio dell’accordo. Il giudice, infatti, prende atto degli accordi intervenuti tra i genitori, ma nei limiti entro i quali non siano «contrari all’interesse dei figli» (art. 155, comma 2.). Sin dalle fasi iniziali della crisi, dunque, per quanto difficile ma, in ogni caso, per il rispetto che pur si deve all’autonomia e alla libertà degli individui, il principio dell’accordo resta un principio fondamentale come nella fisiologia cosí nella patologia del rapporto coniugale.

			I genitori restano i primi depositari delle scelte relative alla realizzazione dell’interesse del minore e, sicuramente, un’intesa effettivamente concordata è senza dubbio la soluzione migliore da accettare anche dal figlio. Qualunque intesa, tuttavia, per quanto sia effettivamente concordata, non può essere insuscettibile di valutazione. L’accordo non legittima qualunque decisione, essendo predisposto dal legislatore, non tanto (o non solamente) a garanzia dell’eguaglianza coniugale, quanto, piuttosto, quale strumento di unità genitoriale a garanzia di una migliore realizzazione della personalità dei figli. Non a caso, il giudice «prende atto» di questi accordi nei limiti entro i quali non siano contrari all’interesse dei figli. La presa d’atto del giudice, in questa prospettiva, non è pura e semplice, ma implica una valutazione nel merito di quanto concordato dai genitori.

			L’interesse del minore trova una indiscutibile spia nei diritti inviolabili dell’uomo garantiti dall’art. 2 della Costituzione e riconosciuti all’individuo sia come singolo sia come partecipe delle formazioni sociali nelle quali si svolge la sua personalità. La ricchezza di riflessioni che può suscitare il tema del riconoscimento dei «diritti inviolabili» in una comunità come la famiglia, che sui reciproci sentimenti poggia le radici piú profonde, mi sembra che meriterebbe un approfondimento maggiore di quanto se ne può offrire in questa sede. Non può, però, essere taciuto che l’inviolabilità dei «diritti dell’uomo», per non rimanere sugli inaccessibili scogli delle mere affermazioni di principio, si deve accompagnare all’effettività della garanzia e, per ciò stesso, nel rispetto di quel «programma» enunciato in particolare con gli artt. 2 e 3 della Costituzione, all’effettivo sviluppo della personalità: si deve commisurare con il grado entro il quale è riconosciuto, tra l’altro, l’esercizio di quegli stessi «diritti».

			In realtà, ancor prima che nella società civile, la posizione del minore soffre, nell’ambito familiare, un lunghissimo periodo di spersonalizzazione. Lungi dal presentarsi quale soggetto attivo di una comunità fra persone aventi tutte pari dignità, per tradizione secolare il minore è considerato, ancora nella legislazione del secolo appena passato, semplice «oggetto» di tutela. Spersonalizzata è la posizione dei figli nel codice del 1942, pur parlandosi sempre piú spesso di «tutela dell’interesse del minore». Non per nulla, l’interesse del quale si discorre è un interesse che si vorrebbe ora di «carattere pubblicistico» e, in quanto tale, coincidente con l’interesse statuale e ora di «diritto familiare», quindi né di «diritto privato» né di «diritto pubblico», ma in ogni caso espressione di un «interesse familiare superiore». La conseguenza di questa spersonalizzazione non è irrilevante; anzi, giacché nei provvedimenti che il tribunale è chiamato a emanare, quello stesso interesse, pur rilevante in altre circostanze, non può trovare (e non trova) cittadinanza. La scarna formulazione dell’abrogato testo dell’art. 155 CC è particolarmente significativa in questo senso e urta con la disciplina riformata, manifestando i limiti di tutela riservati a chi, evidentemente, ancora non è attivo partecipe di una comunità nella quale cresce e vive i suoi affetti ma che, suo malgrado, vede disgregarsi.

			Con l’evoluzione dei costumi, prima ancora che con l’introduzione nel sistema normativo di nuove disposizioni, il minore acquista nella famiglia un posto di sempre maggiore rilievo fino alla formalizzazione di una posizione che, sebbene rinnovata in modo parziale, gli attribuisce un ruolo di sicura importanza. All’educazione conforme ai princípi della morale (quale era la formulazione dell’art. 147 CC nel codice del 1942), oggi si sostituisce un’educazione che, nonostante da piú parti la si voglia ancora eticamente indirizzata, in ogni caso deve tener conto «delle capacità, delle inclinazioni naturali e delle aspirazioni dei figli», in una parola della loro personalità (art. 147 CC).

			Il minore, seppure a fatica e attraverso un percorso che deve ancora giungere a termine, inizia a divenire persona e, in quanto tale, titolare anch’egli delle situazioni esistenziali garantite dall’art. 2 della Costituzione nella certezza che riconoscere una libertà senza garantirne l’esercizio, vuol dire negare quella stessa libertà. È compito della Repubblica, ammonisce l’art. 3, comma 2, della Costituzione, rimuovere gli ostacoli che, limitando la libertà e l’eguaglianza degli individui, impediscono il pieno sviluppo della persona umana. Al minore si riconosce, cosí, l’identica dignità degli altri membri della famiglia; una pari dignità che, pur nella diversità dei ruoli ipotizzabili, è addirittura tale da rendere i figli, in quanto espressione di personalità in formazione, i soggetti privilegiati di una comunità che nel vivere insieme per crescere insieme trova il suo limite e la sua finalità.

			Dapprima, in dottrina e, successivamente, in giurisprudenza e nella legislazione, nella consapevolezza che il minore vive una sua evoluzione personale, contraddistinta nelle diverse fasi della sua crescita, si inizia a parlare di differenziate tecniche di tutela fondate non tanto sull’aprioristica determinazione di un’età, idonea soltanto in via presuntiva e astratta a porsi quale parametro di riferimento di situazioni in fatto diversificabili, ma su una capacità, la capacità di discernimento, corrispondente alla gradualità di sviluppo del minore; una capacità non commisurabile in assoluto ma variabile secondo le circostanze, l’ambiente, gli atti, i soggetti.

			Con il riconoscimento della capacità di discernimento, si compie un ulteriore passo verso la concreta affermazione del minore quale persona. Non basta, infatti, riconoscere al minore una astratta identica dignità rispetto a ogni altro individuo: la dignità rappresenta soltanto il momento statico dell’essere persona. L’effettiva tutela del minore esige il passaggio sul versante positivo dello sviluppo della personalità, perché soltanto con questo passaggio si possono rimuovere gli ostacoli che si frappongono all’esercizio delle libertà fondamentali.

			3. LE FASI DELLA CRISI CONIUGALE E L’INTERESSE DELLA PROLE

			In linea di principio la crisi del rapporto coniugale può essere guardata, da un primo lato, per la conflittualità che può contraddistinguere il legame coniugale nella sua fase iniziale, nella quale, minando in radice il legame, fanno breccia le prime incomprensioni; da un secondo lato, nella fase in cui i coniugi prendono coscienza della rottura del legame stesso e manifestano all’esterno la volontà di separarsi; da un ultimo lato, infine, nella fase successiva alla formalizzazione della crisi, per le relazioni che pur rimangono a seguito della separazione.

			Come sembra evidente, la prima fase attiene alla fisiologia del rapporto familiare; la seconda alla vicenda regolamentare della crisi, attuabile sia in sede processuale sia per via extraprocessuale; la terza, infine, riguarda la condizione successiva alla formalizzazione della crisi coniugale, quindi all’attuazione della regolamentazione precedentemente stabilita. In ogni fase, sia che si abbia riguardo alle relazioni fra coniugi, sia che si incentri l’attenzione alla posizione dei figli (specialmente se minori), si pongono problemi diversi.

			Per quanto riguarda l’oggetto di queste riflessioni, si può senz’altro rilevare che, nella prima fase ipotizzata, il conflitto è allo stato embrionale e il rapporto fra i coniugi-genitori, almeno nelle sembianze esteriori, vive ancora il suo naturale sviluppo: il figlio, in buona sostanza, vive ancora il suo rapporto con entrambi i genitori e, salvo le ipotesi nelle quali la crisi degeneri e si acuisca al punto da sfociare nelle fasi successive, si può dire che continui la vita di tutti i giorni. Nella seconda fase, i coniugi-genitori, consapevoli ormai della crisi, decidono di formalizzarla: il figlio inizia a prendere coscienza della crisi e, nelle liti dei genitori, nell’allontanamento di uno di essi dalla casa familiare, dall’intervento, piú o meno discreto, di persone estranee, inizia a vivere qualcosa che nulla ha a che fare con la quotidianità vissuta fino a quel momento. Nell’ultima fase, la rottura è stata «certificata», i coniugi-genitori iniziano a vivere due vite parallele che si possono congiungere, in astratto, immaginando una sorta di triangolo che vede il figlio all’apice: il figlio non ha piú, di regola, un rapporto unitario con i genitori, ma vive due rapporti unilaterali e bidirezionali, uno per ciascuno dei genitori.

			Per le modalità attraverso le quali si manifesta e per le esigenze alle quali deve far fronte, ciascuna fase richiede uno specifico intervento. Fermo resta, in ogni caso, che la specificità degli interventi non può non trovare nell’interesse dei figli il minimo comune denominatore di ciascuna regolamentazione.

			4. LA CRISI NELLA FASE INIZIALE DELLA FISIOLOGIA DEL RAPPORTO CONIUGALE

			Per ciò che attiene alla prima fase ipotizzata, utili possono essere —e lo sono— strutture quali i consultori familiari o istituti in via di sviluppo e, di quando in quando, richiamati dallo stesso legislatore, quali la mediazione familiare; ma, allo stato dell’arte, ferma dovrebbe rimanere la disciplina dettata dagli art. 147 CC, sui doveri dei genitori, e 315 ss. CC, sulla potestà. Da un lato, riguardando le crisi piú diverse, quelle per dir cosí inconsce e quelle tipiche di qualunque rapporto coniugale, quelle meno gravi e superabili all’interno stesso della relazione e quelle piú gravi che preannunciano, invece, una situazione di litigiosità particolare, dall’altro, attenendo a un momento che coinvolge anche il rapporto affettivo dei coniugi, questa prima fase della crisi coniugale mal si concilia con l’imposizione di una specifica disciplina legislativa. È sin troppo evidente —volendo parafrasare un ammonimento, soltanto in apparenza inutile, di Jemolo— che il diritto non può far nascere o far rivivere l’amore se l’amore non c’è o non c’è piú. E mi sembra altrettanto evidente che una eccessiva intromissione dell’ordinamento in quest’ambito urterebbe, innanzitutto, con la libertà e l’autonomia della famiglia. La tutela del minore, pertanto, credo che non possa non essere affidata alle disposizioni sulla potestà e sui doveri dei genitori che, per quanto suscettibili di essere migliorate, mi sembrano sufficientemente garantistiche anche sotto questo profilo.

			Un ruolo particolarmente importante può essere svolto dall’art. 316 CC che, in caso di contrasto su questioni di particolare importanza, riconosce a ciascun genitore il potere di ricorrere al giudice indicando i provvedimenti che reputa piú opportuni. Un potere —questo riconosciuto dall’art. 316 CC ai genitori— analogo a quello riconosciuto dall’art. 145 CC allo scopo di dirimere i conflitti fra coniugi: analogo, ma sicuramente diverso da quest’ultimo. Evidenti sono i differenti poteri riconosciuti al giudice in questa circostanza rispetto a quelli che gli sono attribuiti in sede di conflitto fra coniugi. È vero, infatti, che l’art. 145 CC, contrariamente all’art. 316 CC che limita la possibilità del ricorso alle «questioni di particolare importanza», non prevede specifici casi di intervento. Ex art. 145 CC, inoltre, il giudice «tenta di raggiungere una soluzione concordata», mentre il comma 5 dell’art. 316 CC assegna al giudice il compito di suggerire «le determinazioni che ritiene piú utili nell’interesse del figlio o dell’unità familiare». Nella disciplina prevista dall’art. 145 CC sono sentite le opinioni dei «figli conviventi che abbiano compiuto il sedicesimo anno», l’art. 316 CC, dal suo canto, estende tale ascolto, imponendo al giudice di sentire il figlio «se maggiore degli anni quattordici». Né meno importante sembra la considerazione che, diversamente dall’art. 145 CC, a norma del quale i coniugi sono chiamati ad esprimere soltanto delle opinioni, l’art. 316 CC impone ai genitori di indicare i provvedimenti che si ritengono piú idonei. Ulteriori, e non meno rilevanti, differenze sono, poi, riscontrabili quando, nonostante l’iniziale tentativo del giudice, il contrasto fra i coniugi permanga ovvero non sia stato possibile raggiungere una soluzione concordata. Nei conflitti che attengono al governo della famiglia, infatti, «il giudice, qualora ne sia richiesto espressamente e congiuntamente dai coniugi, adotta […] la soluzione che ritiene piú adeguata» mentre, nei conflitti relativi all’esercizio della potestà, a prescindere da qualsiasi richiesta, quindi d’ufficio, il giudice «attribuisce il potere di decisione a quello dei genitori che, nel singolo caso, ritiene il piú idoneo a curare l’interesse del figlio».

			Altrettanto utile può essere il disposto di cui all’art. 333 CC, sui provvedimenti che il giudice può prendere nell’interesse dei figli, specialmente quando non lo si voglia leggere, necessariamente, in correlazione con l’art. 330 CC, sulla decadenza dalla potestà genitoriale. Comunemente, tra le disposizioni ricordate, viene riconosciuto uno stretto collegamento. Di fronte a comportamenti pregiudizievoli all’interesse dei figli, infatti, si riconosce al giudice un potere di intervento più o meno invasivo secondo la gravità del pregiudizio del minore: i provvedimenti di cui all’art. 333 CC, per le ipotesi meno gravi, il provvedimento di decadenza dalla potestà di cui all’art. 330 CC, per le ipotesi particolarmente gravi di violazione o abuso dei poteri genitoriali. Per contro, svincolato dall’art. 330 CC, l’art. 333 CC ben potrebbe essere utilizzato, pure in questa fase, per riconoscere al giudice la possibilità di indicare ai genitori anche soluzioni diverse da quelle ammissibili in sede di ricorso ex art. 316 CC, che, come si è appena ricordato, impone al giudice soltanto di «suggerire» la soluzione piú utile, tant’è che, se il contrasto fra i genitori resta, non gli rimarrà che attribuire il potere di decisione al genitore che reputerà, nella specifica circostanza, quello piú idoneo a curare l’interesse del minore.

			5. LA SECONDA FASE DELLA CRISI. L’ASCOLTO DEL MINORE

			Nella seconda fase della crisi coniugale, quella nella quale il conflitto fra i coniugi viene manifestato all’esterno con il coinvolgimento, prima o poi, anche di un terzo — il giudice — chiamato a dirimere le divergenze sulla disciplina da applicare nella fase successiva, assume una rilevanza affatto particolare l’ascolto del minore, specialmente dei minori che abbiano raggiunto la capacità di discernimento. Si badi: in queste riflessioni non si parla, come preferisce la terminologia legislativa, di «audizione» del minore (art. 155 sexies, comma 1, CC); si parla di «ascolto», sostantivo che, diversamente dalla nuda freddezza del primo, riecheggiante un «sentire» meramente tecnico, evoca un «sentire» attento e pronto ad accogliere le istanze di chi riferisce, rendendo parte attiva dell’azione sia il minore che espone sia il destinatario. È questione, forse, superabile su un piano meramente verbale; ma importante è porre l’attenzione sulla necessità di rendersi effettivi partecipi di una volontà che si esprime, che si manifesta e che sicuramente si pone quale parametro valutativo essenziale per il perseguimento del reale interesse del minore.

			Assente nella previsione del previgente art. 155 CC, l’ascolto dei figli minori è stato, prima, reso possibile dall’art. 6, comma 9, della legge sul divorzio, qualora fosse stato valutato «strettamente necessario anche in considerazione della loro età» e, oggi, assicurato dal novellato art. 155 sexies, comma 1, CC che lo stabilisce per i figli i quali abbiano raggiunto il dodicesimo anno di età e, se capaci di discernimento, anche di età inferiore.

			Non ci si può dilungare su questo problema. Non si può, tuttavia, non sottolineare l’ancestrale preoccupazione del legislatore italiano mosso, piú che altro, da un atteggiamento protezionistico attraverso il quale ha sempre guardato con timore all’«audizione» del minore per i traumi che si teme possano derivargli dal coinvolgimento diretto in una situazione caratterizzata dalla litigiosità di soggetti nei confronti dei quali egli riversa i suoi piú intimi affetti. È sicuramente da questa preoccupazione che trae origine l’iniziale silenzio sull’«audizione» del minore; un silenzio che, nella raggiunta consapevolezza di dover comunque garantire anche alla prole l’esercizio di situazioni fondamentali e inalienabili, termina definitivamente, oggi, con una disposizione che, pur tuttavia, nonostante l’apparente semplicità espressiva, non elimina ogni dubbio interpretativo. Resta aperto, infatti, il problema dell’obbligatorietà dell’ascolto da parte del giudice; una obbligatorietà che sembrerebbe emergere da una interpretazione letterale del disposto normativo, ma che, a ben vedere, non può non tener conto dell’interesse del minore a essere o no ascoltato secondo le circostanze.

			In questi termini, una volta di piú è necessario abbandonare ogni prospettiva meramente protezionistica —e, direi, meccanica— per affidarsi a tecniche di tutela che sappiano dare il giusto rilievo alla tutela e allo sviluppo della personalità del minore.

			6. LA TERZA FASE DELLA CRISI. NATURA DEI PROVVEDIMENTI

			È di tutta evidenza, però, la difficoltà di predeterminare una disciplina del programma di vita del minore. Ogni determinazione riguardante l’educazione e lo sviluppo della sua personalità è scelta non cristallizzabile ma suscettibile di modificazioni in considerazione delle diverse esigenze che emergono con la graduale crescita personale dell’individuo e dell’evoluzione dei rapporti, tra i genitori e tra questi e i figli. Sicché i provvedimenti presi dal giudice in proposito non possono che essere adottati rebus sic stantibus e non possono mai acquistare valore di giudicato in senso sostanziale.

			Opportunamente, l’art. 155 ter CC conferma ai genitori il diritto di chiedere in ogni tempo la revisione dei provvedimenti «concernenti l’affidamento dei figli, l’attribuzione dell’esercizio della potestà su di essi e delle eventuali disposizioni relative alla misura e alla modalità del contributo». La modificazione dei provvedimenti presi, dunque, è possibile in ogni caso in cui le decisioni concordate fra i coniugi, o stabilite in sede giudiziale, non rendano piú possibile, o incidano notevolmente, sulla realizzazione del diritto del minore a conservare un rapporto «equilibrato e continuativo» con entrambi i genitori e che sia tale da rendere possibile da parte di questi ultimi un corretto svolgimento dell’adempimento del dovere di «cura, educazione e istruzione» (art. 155, comma 1, CC). Non a caso, la revisione di quei provvedimenti, o di quegli accordi, è possibile bensí anche quando «uno dei coniugi cambi la residenza o il domicilio», ma «se il mutamento interferisce con le modalità dell’affidamento» (art. 155 quater2 CC).

			Certo è che, se il diritto del minore a conservare un rapporto equilibrato e continuativo con entrambi i genitori sta a significare l’intenzione del legislatore di evitare il piú possibile che, dopo la separazione (o il divorzio), la situazione sostanziale dei figli possa essere diversa rispetto a quella loro riconosciuta nella fisiologia del rapporto familiare, ogni provvedimento —fatto salvo lo stato di non convivenza dei genitori— deve evitare, o in ogni caso ridurre al minimo, lo scollamento tra la posizione dei figli precedente e successiva alla crisi coniugale.

			7. LA CORRESPONSABILIZZAZIONE DEI GENITORI

			Le rinnovate disposizioni di cui agli artt. 155 ss. CC, prevedono l’affidamento dei figli a entrambi i genitori (c.d. affido condiviso), come ipotesi di decisione da verificare in via prioritaria rispetto all’affidamento a uno soltanto dei genitori (art. 155, comma 2, CC). In questo senso, la nuova disciplina risponde alla necessità di corresponsabilizzare entrambi i genitori nel processo di crescita e di sviluppo della personalità della prole. Una corresponsabilizzazione che si traduce anche nell’attribuzione dell’esercizio della potestà in capo a entrambi i genitori. Tanto piú ciò dovrebbe essere vero quando si consideri che l’affidamento a uno soltanto dei genitori è decisione (temporalmente) residuale, destinata, cioè, a operare soltanto quando non sia possibile, perché «contrario all’interesse del minore», l’affidamento anche all’altro genitore (art. 155 bis c.c).

			Analogamente a quanto previsto nella fisiologia del rapporto coniugale, e a conferma anche sul piano economico della evocata corresponsabilizzazione, i genitori sono tenuti, proporzionalmente alle proprie capacità, al mantenimento dei figli eseguendo, direttamente nei loro confronti, quanto necessario alle loro esigenze e alla conservazione del tenore di vita goduto precedentemente alla separazione (art. 155, comma 4, CC): i genitori provvederanno in proprio all’acquisto dei beni e a quanto necessario nella vita quotidiana della prole.

			È vero, tuttavia, che diverso può essere di fatto il contributo di ciascun genitore secondo queste modalità: si tenga conto che la stessa convivenza (prevalente) presso uno dei genitori può comportare spese che l’altro non dovrà affrontare. Da qui, la possibilità di far fronte al dovere di mantenimento in via anche indiretta, con il versamento all’altro coniuge di un assegno a conguaglio del contributo che residua a quello dovuto ove il modo diretto non lo copra interamente. Il giudice, infatti, qualora lo reputi necessario e, comunque, secondo parametri di riferimento espressamente indicati dal legislatore, può anche stabilire la corresponsione di un assegno periodico (art. 155, comma 4, CC). In queste circostanze, oltre alla «valenza economica dei compiti domestici e di cura assunti da ciascun genitore», il giudice dovrà tener conto delle specifiche esigenze del figlio, del tenore di vita da questi goduto nella fisiologia del rapporto coniugale, dei tempi di permanenza del figlio presso ciascun genitore e delle risorse economiche di questi. Esigenze del figlio e tenore di vita da questi goduto devono essere parametri di riferimento inscindibili se è vero che il dovere di mantenimento, in una visione complessiva dei doveri genitoriali, svolge anche una funzione educativa. Il riferimento al tenore di vita effettivamente goduto dal figlio, pertanto, analogamente alle sue esigenze da soddisfare, va interpretato nel senso di adempimento di un dovere che, come gli altri ricondotti ai genitori dall’art. 147 CC, tenga conto delle aspirazioni, delle inclinazioni e delle capacità del figlio e, per ciò stesso, della necessità del figlio di sviluppare la propria personalità.

			8. LA TUTELA DEI FIGLI MAGGIORENNI NON AUTONOMI

			Diversamente dalla precedente disciplina che lasciava all’opera dell’interprete la ricerca degli strumenti idonei a tutelare la posizione dei figli maggiorenni, oggi l’art. 155 quinquies CC dispone a favore di questi la possibilità che gli venga versato direttamente dai genitori un assegno periodico. Unico presupposto a tale fine è la non indipendenza economica del figlio stesso. In questo modo, il rinnovato disposto normativo si adegua a un consolidato orientamento presente sia in dottrina sia in giurisprudenza e, sotto altro verso, può contribuire a eliminare i dubbi che si sollevavano, specialmente in giurisprudenza, sulla eventuale reviviscenza dell’assegno di mantenimento a favore del figlio che, resosi autonomo con lo svolgimento di una adeguata attività lavorativa, avesse successivamente perso questa autonomia per l’insuccesso in quella stessa attività.

			Una piena e integrale equiparazione ai figli minori è, invece, prevista per i figli maggiorenni portatori di «handicap grave» (art. 155 quinquies CC). A ben vedere, però, a dispetto di quanto può apparire da una prima e veloce lettura del disposto normativo, l’equiparazione sic et simpliceter dei figli diversamente abili ai figli minori può lasciare qualche margine di riflessione, quando se ne dovesse trarre una regola assoluta e non suscettibile di essere parametrata alle concrete circostanze. Tutto ciò, in particolare, specialmente allorquando si passi a considerare la recente normativa introdotta con gli artt. 404 ss. CC in tema di amministrazione di sostegno. Sembra vero, infatti, che, implicando l’amministrazione di sostegno la conservazione il piú possibile della capacità di agire del beneficiario, una applicazione del disposto normativo che non tenga conto della possibilità di nominare al figlio diversamente abile un amministratore di sostegno potrebbe contraddire proprio gli intendimenti di tutela prefissati dal legislatore e porsi in una dimensione di immeritevolezza. In questa prospettiva, il richiamo del disposto normativo ai casi di «handicap grave» sembra da intendersi in senso stretto, quindi ai casi che —stando all’attuale legislazione italiana, nella quale si prevedono ancora, accanto al nuovo istituto di protezione, anche i precedenti (l’interdizione e l’inabilitazione)— sembrerebbero destinati ai figli maggiorenni interdetti o da sottoporre a interdizione.

			9. AFFIDAMENTO DEI FIGLI ED ESERCIZIO DELLA POTESTÀ

			Diversamente da quanto emerge dalla legislazione spagnola, il legislatore italiano non definisce cosa intenda per «affidamento» e, in particolare, per «affidamento a entrambi i genitori» né stabilisce, almeno espressamente, se l’esercizio della potestà, qualora l’affidamento sia disposto nei confronti di uno soltanto dei genitori (c.d. affido esclusivo), resti in capo a entrambi. Sicché è compito dell’interprete individuare il significato dell’affidamento c.d. condiviso e accertare se l’esercizio della potestà resti sempre in capo a entrambi i genitori.

			Contenuto della condivisione dell’affidamento ed esercizio della potestà non sono problemi disgiunti, l’uno dovendosi qualificare in relazione all’altro.

			Si deve, innanzitutto, escludere che l’affidamento del minore possa essere inteso come coabitazione del minore presso uno o entrambi i genitori e, in quest’ultima ipotesi come coabitazione turnaria o, comunque, periodica ora con l’uno ora con l’altro genitore (ciò che, vigente la precedente disciplina, veniva indicato come «affidamento alternato»). Una soluzione in questi termini, come veniva sottolineato anche in dottrina con riferimento al c.d. affidamento alternato, si porrebbe in evidente contrasto con l’interesse del minore, bisognoso, invece, di avere una continuità di vita anche sotto l’aspetto, per dir cosí, residenziale. Tutto ciò escluso, l’affidamento —condiviso o esclusivo— può essere inteso nel senso di modalità attraverso le quali si può realizzare la cura del minore. Se, infatti, la prole deve conservare, sempre e nei limiti del possibile, un rapporto con i genitori integro nei suoi contenuti —«equilibrato e continuativo», precisa l’art. 155, comma 1, CC— va da sé che tale rapporto non si può esaurire in un «elemento» materiale, quale può essere quello della mera coabitazione.

			La coabitazione è sicuramente un elemento rilevante e, non a caso, anche dalla giurisprudenza viene intesa nel senso di prevalente collocazione del minore presso uno dei genitori, tant’è che l’assegnazione della casa familiare è disposta nel prioritario interesse dei figli (un interesse che non può non considerare le abitudini di vita della prole e le relazioni affettive stabilite in un determinato luogo). Ma la coabitazione, in questo senso, non può indicare l’essenza dell’affidamento che, per contro, in una logica che, come detto, mira a corresponsabilizzare entrambi i genitori, richiede la presenza di un «elemento» che garantisca al minore un corretto sviluppo della personalità attraverso la cura e l’educazione da parte di entrambi i genitori. Da qui, il riconoscimento del c.d. diritto alla bigenitorialità del minore e del conseguente esercizio della potestà in capo a entrambi i genitori (art. 155, comma 3, CC).

			La potestà dei genitori, dal suo canto, proprio in quanto prevista e garantita, prima ancora che nell’interesse dei genitori, nell’interesse del minore, e in questi limiti assunta tra le tecniche di tutela di rango costituzionale, può sopportare, proprio in considerazione di quell’interesse, modalità di concretizzazione diversificate. Ciò è maggiormente vero nelle ipotesi di crisi del rapporto coniugale allorquando il legislatore prevede l’affidamento esclusivo appunto se l’affidamento anche all’altro sia contrario all’interesse della prole.

			Le ragioni che, tuttavia, hanno determinato la scelta del giudice possono essere —e sono— diverse da caso a caso. Sotto questo profilo, e detto incidenter tantum, non è irrilevante notare che, sebbene ogni decisione del giudice debba essere sempre motivata, il comma 1 dell’art. 155 bis CC, ai fini della pronuncia del provvedimento di affido c.d. esclusivo, richiede un «provvedimento motivato»; un provvedimento, evidentemente, dal quale —essendo la motivazione elemento essenziale di qualunque pronuncia giudiziale— risultino i motivi e le esigenze alle quali è necessario far fronte per far salvo, nei limiti del possibile, i diritti del minore previsti dal comma 1 dell’art. 155 CC (art. 155 bis, comma 2, CC), cioè il diritto a mantenere «un rapporto equilibrato e continuativo» con ciascun genitore e il diritto di «conservare rapporti significativi con gli ascendenti e con i parenti di ciascun ramo genitoriale».

			Nella logica appena delineata, all’affidamento non potrà non corrispondere un esercizio della potestà contraddistinto da diversificate concretizzazioni individuabili sulla base delle ragioni particolari che hanno indotto il giudice a scegliere quel particolare modello di affidamento, condiviso o esclusivo. In questi termini, si realizza un esercizio della potestà, per dir cosí, graduato: pieno, o tendenzialmente pieno, nelle ipotesi di affidamento condiviso; modellato sulla base degli specifici interessi da tutelare, nelle ipotesi di affidamento esclusivo.

			D’altra parte, mentre per le decisioni di maggiore interesse per la prole si prevede che esse vengano sempre assunte dai genitori «di comune accordo», tenendo conto, coerentemente a quanto disposto dall’art. 147 CC, delle capacità, dell’inclinazione naturale e delle aspirazioni dei figli, per le decisioni «di ordinaria amministrazione» si stabilisce, ora conformemente a quanto si realizza nella fisiologia del rapporto coniugale, e sebbene con una formulazione che lascia non pochi dubbi sulla sua adeguatezza, la possibilità di un esercizio della potestà «separato» (art. 155, comma 3, CC). Queste specificazioni sono previste dal legislatore nel disposto dell’art. 155 CC (comma 3) mentre, da un lato, diversamente da quanto stabilito dalla precedente disciplina, non si ripetono, nemmeno per ciò che attiene alle questioni di maggiore interesse, nel disposto di cui all’art. 155 bis CC, relativo all’affidamento a uno soltanto dei genitori, dall’altro, è rimasto invariato il testo di cui all’art. 317 bis CC, relativo all’esercizio della potestà da parte dei genitori naturali, a norma del quale il genitore non affidatario ha comunque, «il potere di vigilare sulla istruzione, sull’educazione e sulle condizioni di vita del figlio minore». Ebbene, sarebbe veramente strano, in questo quadro normativo, non riconoscere quei poteri in capo al genitore non affidatario, là dove, in realtà, il silenzio del legislatore può trovare una sua logica soltanto nel riconoscimento dell’esercizio della potestà in capo a entrambi i genitori.

			10. L’ACCORDO TRA I GENITORI

			Il processo, per dir cosí, di imitazione della fisiologica evoluzione del rapporto genitori-figli prosegue, pertanto, anche nella crisi coniugale con l’attribuzione, in capo a entrambi i genitori, sebbene con modalità e gradazioni differerenziabili, dell’esercizio comune della potestà. Il legislatore, in buona sostanza, ha inteso far prevalere, ancora una volta, l’interesse del minore a conservare integre le caratteristiche del precedente rapporto con i genitori.

			Come, dunque, comunemente i genitori decidono (e, secondo l’art. 316 CC, devono decidere) d’accordo per le questioni che rivestono particolare importanza per il corretto sviluppo della persona del figlio —pur essendo a ciascuno di essi data la possibilità di eseguire il piú o meno esplicito indirizzo della vita familiare (art. 144 CC), anche provvedendo singolarmente alle minute necessità dei figli— cosí nella crisi del rapporto coniugale la relazione genitori-figli deve conservare le identiche caratteristiche. Inquadrata in questi termini, la specificazione di cui all’ultima parte del comma 3 dell’art. 155 CC, mirata a distinguere fra le «decisioni di maggiore interesse» e le «questioni di ordinaria amministrazione», altro non può significare che necessità di ribadire un «diritto» del figlio in una fase del rapporto fra coniugi nella quale è venuto meno, a seguito della crisi tra loro intervenuta, il piú o meno esplicito indirizzo della vita familiare, cioè l’elemento unificante dei rapporti familiari e, per ciò stesso, della potestà e del suo esercizio.

			Tutto ciò sta a significare che, anche nella crisi del rapporto coniugale, i diritti e i doveri dei genitori permangono a prescindere da qualsiasi parametro che non sia riconducibile all’interesse del figlio; e non per nulla lo stesso legislatore, con una disposizione sin troppo evidente per non poter essere ipotizzabile, lo sottolinea con l’art. 6, comma 1, della legge 1° dicembre 1978, n. 898, sul divorzio, precisando che i doveri imposti ai genitori dagli artt. 147 e 148 CC permangono «anche in caso di passaggio a nuove nozze di uno o di entrambi i genitori». Va da sé che i diritti e i doveri dei genitori devono poter essere esercitati anche a seguito del venir meno della convivenza, sebbene compatibilmente con questa nuova condizione. Ci sono, in altri termini, momenti della vita del figlio —quali, per esempio, una cura medica di particolare importanza, gli studi da seguire, un lavoro da intraprendere, un eventuale espatrio temporaneo, e cosí enumerando— che, di là dalla convivenza del genitore con il figlio, per l’importanza che assumono nei confronti di quest’ultimo, necessitano di decisioni che non possono essere demandate al giudizio esclusivo di uno soltanto dei genitori e richiedono, nel prioritario interesse del minore, l’intervento di entrambi.

			11. IL DISACCORDO FRA I GENITORI

			In caso di disaccordo fra i genitori nell’esercizio della potestà sulle questioni di maggiore interesse per i figli, «la decisione è rimessa al giudice» (art. 155, comma 3, CC). La disposizione deve, tuttavia, essere interpretata unitariamente con quanto stabilisce l’art. 316 CC, proprio per le ipotesi di disaccordo su questioni di particolare interesse per i figli.

			È vera, infatti, la presenza di due disposti normativi diversi dal punto di vista letterale: mentre l’art. 155, comma 3, CC si limita a stabilire che, in queste circostanze, «la decisione è rimessa al giudice», l’art. 316 CC aggiunge che il giudice «suggerisce le determinazioni che ritiene piú utili nell’interesse del figlio e dell’unità familiare» e che, qualora il contrasto permanga, «attribuisce il potere di decisione a quello dei genitori che, nel singolo caso, ritiene piú idoneo a curare l’interesse del figlio». Va da sé che sembrerebbe essere presente una contraddizione tra l’intendimento del legislatore di immaginare una disciplina della potestà identica a quella ipotizzata nella fisiologia del rapporto familiare e la specifica previsione dell’art. 155 CC

			Sennonché, ferma restando l’apparente diversa disciplina, è vero che, da qualunque soggetto provenga, la decisione deve essere comunque presa nell’esclusivo interesse del figlio e che, in quanto le disposizioni in tema di potestà sono mirate a salvaguardare prioritariamente quell’interesse, da un lato, è necessario individuare, a volta a volta, la regola piú idonea a realizzarlo, dall’altro, è possibile da parte del giudice, pure nella fisiologia del rapporto familiare e sebbene con il ricorso all’art. 333 CC, suggerire, o imporre, soluzioni anche diverse da quelle prospettate dai genitori.

			Se quanto precede, come sembra, è vero, dovrebbe essere altrettanto vero che l’aver previsto la sola rimessione della decisione al giudice non vuol dire disapplicazione necessaria del disposto di cui all’art. 316 CC e mera attribuzione di un potere decisionale al giudice; vuol dire che il giudice, in considerazione delle specifiche circostanze, e tenuto conto del prioritario interesse del minore, deve, innanzitutto, a) far salve le garanzie che al minore sono offerte nella fisiologia del rapporto familiare, quindi deve, in via prioritaria, valutare le soluzioni proposte da ciascun genitore, perché loro, analogamente a quanto si realizzava prima della crisi coniugale, rimangono i primi depositari della funzione educativa; b) in caso di vano tentativo di accordo, scegliere, tra quelle proposte, la soluzione che realizza l’interesse del minore; c) in ultima istanza ed eventualmente (qualora, cioè, nessuna delle soluzioni presentate dai genitori realizzi l’interesse del minore), decidere egli stesso per una diversa soluzione. Non a caso, coerentemente al sistema immaginato, prima dal sistema costituzionale e, dopo, dalla riforma del 1975, con lo stesso art. 155 CC, compatibilmente con la realizzazione dell’interesse del figlio, emerge una volontà del legislatore mirata a far salva l’autonomia dei coniugi-genitori: sotto questo aspetto —almeno cosí sembra— ancora una volta il legislatore propone una via analoga a quella tracciata per la fisiologia del rapporto coniugale. Sicché non sembra del tutto azzardato sottolineare che interpretazioni diverse da quella prospettata in questa sede non soltanto si porrebbero in contrasto con una disciplina che —siano conviventi o separati i genitori— mira a salvaguardare il prioritario interesse del figlio, ma, nell’identità di interesse da salvaguardare e nell’irrilevanza a questi fini della diversa situazione di fatto, potrebbero lasciare ampi margini di dubbi sulla loro costituzionalità.

			12. L’ASSEGNAZIONE DELLA CASA FAMILIARE

			Sia in sede di separazione sia in sede di divorzio, infine, nel prendere i provvedimenti relativi ai figli, il giudice deve provvedere anche all’assegnazione della casa familiare. Originariamente, la disciplina era prevista dall’art. 155 CC, per il caso di separazione, e dall’art. 6 l. divorzio, per il caso di divorzio; oggi è unica e in entrambe le circostanze si applica l’art. 155 quater nel testo introdotto dalla richiamata l. n. 54 del 2006. In presenza di figli, la casa familiare è assegnata sulla base del loro «prioritario» interesse. È da presumere, pertanto, che oggetto del provvedimento di assegnazione è non tanto la casa che ha costituito il centro di aggregazione della famiglia durante la convivenza, quanto, piú in particolare e precisamente, quella nella quale i figli stessi potranno vivere in misura meno traumatica la crisi del rapporto coniugale dei loro genitori.

			Diversamente da quanto si reputava in precedenza da piú parti sia in dottrina sia in giurisprudenza, l’assegnazione della casa familiare contribuisce a determinare la regolamentazione dei rapporti patrimoniali fra i coniugi. Forse, proprio per questo, oltre che per salvaguardare il diritto del coniuge proprietario, sebbene in presenza di figli venga assegnata nel loro prioritario interesse, della casa familiare si può essere privati se l’assegnatario non vi abiti piú stabilmente o conviva con un nuovo partner o contragga nuovo matrimonio. Giustificabile nell’ipotesi in cui l’assegnatario non vi abiti piú stabilmente, meno logiche appaiono le altre cause di cessazione del godimento della casa familiare. Vero è che, non corrispondendo sempre all’interesse del minore, la convivenza more uxorio o il nuovo matrimonio dell’assegnatario della casa familiare non possono essere, per se stesse, e in astratto, circostanze idonee a determinare la cessazione dell’assegnazione: interpretato in questo senso, l’art. 155 quater non sarebbe coerente con i fini di tutela della prole perseguiti dal legislatore con la disciplina del c.d. affido condiviso. Non a caso, la Corte costituzionale, respingendo la questione di legittimità costituzionale dell’art. 155 quater, ha reputato di dover interpretare il disposto normativo nel senso che l’assegnazione della casa familiare non venga meno automaticamente al verificarsi dell’instaurazione di una convivenza di fatto o del nuovo matrimonio, ma che la decadenza dalla stessa sia subordinata a un giudizio di conformità all’interesse del minore (Corte cost., 30 luglio 2008, n. 308).

			Innovando ancora la precedente disciplina legislativa, l’art. 155 quater CC, introduce anche altri dubbi sulla effettiva tutela dell’interesse del minore. Ai fini dell’opponibilità ai terzi del provvedimento di assegnazione della casa familiare, infatti, si prevede la necessità della trascrizione del provvedimento stesso in ogni caso. A parte il rinvio improprio all’art. 2643 CC, che elenca gli atti sottoposti a trascrizione, anziché all’art. 2644 CC sugli effetti della trascrizione, il legislatore ha omesso il rinvio, contemplato dalla precedente disciplina, all’art. 1599 CC Con il rinvio all’art. 1599 CC, previsto dall’art. 6 l. divorzio ed esteso dalla Corte costituzionale anche ai procedimenti di separazione fra coniugi (Corte cost., 27 luglio 1989, n. 454), era ormai acquisito che il provvedimento di assegnazione della casa familiare, in quanto avente data certa per definizione, fosse opponibile all’eventuale successivo terzo acquirente nel termine dei nove anni previsti appunto dall’art. 1599 CC, se non trascritto, e anche oltre i nove anni, se trascritto. Conseguentemente, e salvo a reputare non abrogato per questa parte l’art. 6 l. divorzio, come da parte di qualcuno in dottrina si propone, il mancato riferimento anche all’art. 1599 CC e la sola indicazione della trascrivibilità del provvedimento di assegnazione dovrebbero comportare sempre la necessità della trascrizione del provvedimento al fine di opporre il diritto di godimento della casa familiare ai terzi. La soluzione, tuttavia, sembra porsi in contrasto con il principio enunciato dalla Corte costituzionale e sulla base del quale il dovere di mantenere, istruire ed educare i figli e di garantire loro la permanenza nello stesso ambiente in cui hanno vissuto con i genitori deve essere assolto tenendo conto, prima che delle posizioni di terzi, del diritto che alla prole deriva dalla responsabilità genitoriale di cui all’art. 30 cost. (Corte cost., 21 ottobre 2005, n. 394). Non a caso, essa lascia molti dubbi sulla sua legittimità costituzionale alla dottrina che, non a torto, vi vede un ulteriore indebolimento dell’interesse dei figli, di fronte ai terzi, nei limiti della sicura precarietà del provvedimento non trascritto a fronte della tendenziale stabilità che il provvedimento di assegnazione dovrebbe garantire proprio nel prioritario interesse della prole.

			13. CONCLUSIONI

			L’intreccio di interessi non soltanto economici, i possibili conflitti sulla regolamentazione dei futuri rapporti, i modelli di vita verso i quali tutti, i figli e i coniugi, sono incamminati costituiscono soltanto alcuni dei problemi ai quali si deve far fronte. La crisi coniugale, in quest’ottica, e come si è detto all’inizio di queste riflessioni, costituisce materia nei confronti della quale, essendo implicate valutazioni che richiedono competenze diverse e specifiche, anche il giurista non può che riconoscere i suoi limiti, se non, addirittura e in una certa misura, la sua impotenza.

			Piú che in altri settori, l’ordinamento può qui svolgere una funzione realmente promozionale e scorgere soluzioni che trovino nello sviluppo della personalità degli individui coinvolti in questa triste vicenda —primo fra tutti, il minore— il limite e la finalità. Ma è per la complessità di un momento della vita nel quale si intrecciano diritto e psicologia, interessi economici e affetti, odio e amore, nostalgie di un passato forse irripetibile nella sua bellezza e risentimenti di un triste presente; per la ridondanza di problemi di fronte ai quali si apre quella che si potrebbe definire una tragica commedia della vita nella quale occorre da parte di tutti gli attori una particolare sensibilità «nell’interpretazione della propria parte»; è per tutto ciò che —come ammoniva rispetto ad altri problemi Vivante già alla fine dell’800— mi sembra si possa osservare quanto siano inutili le riforme, anche le migliori, se a esse non si accompagni un rinnovamento nelle coscienze di tutti i soggetti che, direttamente o indirettamente, sono chiamati a questa triste «recita».

		

	
		
			CAPÍTULO II

			O NOVO REGIME PORTUGUÊS DO «APADRINHAMENTO CIVIL» (LEI N.º 103/2009)

			MARIA RAQUEL GUIMARÃES1

			1. INTRODUÇÃO. APROXIMAÇÃO À FIGURA DO APADRINHAMENTO CIVIL

			No dia 11 de Setembro de 2009 foi publicada a Lei n.º 103/2009 que aprovou o novo regime jurídico do apadrinhamento civil, procedendo à alteração do Código do Registo Civil, do Código do Imposto sobre o Rendimento das Pessoas Singulares, da Lei de Organização e Funcionamento dos Tribunais Judiciais e do Código Civil. Esta Lei entrou em vigor no dia seguinte à publicação do Decreto-Lei n.º 121/2010, de 27 de Outubro, que teve por missão a sua regulamentação2.

			O apadrinhamento civil é, assim, um instituto muito recente no direito civil português, para além de constituir uma opção ainda por descobrir pelos potenciais «padrinhos» e «afilhados» e pelos profissionais com responsabilidades no processo de apadrinhamento. Estamos, pois, perante uma matéria escassamente tratada pela doutrina, desconhecida pela jurisprudência e ainda não testada pelas famílias.

			Com a criação deste novo instituto pretendeu o legislador português introduzir no nosso ordenamento jurídico «uma relação jurídica, tendencialmente de carácter permanente, entre uma criança ou jovem e uma pessoa singular ou uma família que exerça os poderes e deveres próprios dos pais e que com ele estabeleçam vínculos afectivos que permitam o seu bem-estar e desenvolvimento, constituída por homologação ou decisão judicial e sujeita a registo civil» (art. 1.º, Lei n.º 103/2009). Esta nova relação jurídica —já classificada por uns como uma relação «para-familiar»3, «quase-familiar»4, mas também, por outros, como uma nova relação familiar que acresceria àquelas previstas no Código Civil5— pretende situar-se entre a tutela e a adopção, como a exposição de motivos que precedeu a respectiva Proposta de Lei n.º 253/X esclareceu: «O padrinho é mais do que um tutor, e é menos do que um adoptante restrito»6. De facto, nos termos dos reformulados arts. 1921.º, n.º 3, e 1961.º, al. g), do Código Civil, não haverá lugar à tutela sempre que se constituir uma relação de apadrinhamento civil, fazendo esta constituição cessar a tutela previamente estabelecida. Por outro lado, como resulta da análise do novo diploma, a nova relação de apadrinhamento civil é menos exigente, em termos de requisitos para a sua constituição bem como para a sua cessação, que a adopção restrita7, para além de não desencadear devoluções sucessórias entre os envolvidos.

			Assim, parece ter sido intenção do novo regime do apadrinhamento civil introduzir no direito português uma «terceira via»8 de integração de menores num ambiente familiar, que permita solucionar o problema da institucionalização de um grande número de menores que não são candidatos à adopção9. Subjacente ao novo regime está, precisamente, a ideia de criar uma via alternativa aos caminhos já existentes para a recondução de menores em risco institucionalizados — o regresso à família e a adopção — que, em muitos casos, são dificilmente trilháveis por estes. As ideias de flexibilização, de adopção de medidas intermédias, de (re)criar as soluções de acolhimento, tinham vindo a ser demandadas neste domínio, como resulta do Relatório das audições efectuadas no âmbito da «avaliação dos sistemas de acolhimento, protecção e tutelares de crianças e jovens», elaborado em 2006 pela Subcomissão de Igualdade de Oportunidades da Comissão de Assuntos Constitucionais, Direitos, Liberdades e Garantias da Assembleia da República10.

			Os mecanismos adoptados pelo legislador para alcançar os propósitos estabelecidos serão, de seguida, analisados.

			2. OS «AFILHADOS CIVIS»

			Apresentando-se o apadrinhamento civil como uma solução que visa responder às dificuldades colocadas pelas exigências e delongas próprias de um procedimento de adopção, mas, ainda assim, como uma solução «de recurso», não ideal, apenas preferível à institucionalização de menores afastados das suas famílias, prevê a lei que só serão «apadrinháveis» os menores de 18 anos cuja possibilidade de virem a ser adoptados se encontra excluída ou se apresenta como fortemente improvável11. Concretamente, trata-se de menores relativamente aos quais não se verificam os pressupostos da confiança com vista à adopção ou que, tendo preenchido esses pressupostos num primeiro momento, numa reapreciação dos processos são excluídos da adopção12. Nesta medida, o regime agora instituído não pode ser visto como um «atalho para a adopção»13, simplesmente porque os menores que cumprem os requisitos da adopção não deverão ser encaminhados para uma solução de apadrinhamento civil14. Como resulta do diploma em análise, a adopção continua a ser encarada como uma melhor solução para o menor, traduzindo o apadrinhamento civil um «mal menor» comparado com a não inserção do menor numa estrutura familiar ou, numa outra perspectiva, configurando um «bem menor» face à hipótese alternativa da total integração familiar proporcionada pela adopção.

			Excepcionalmente, o menor, maior de 12 anos, tem capacidade para tomar a iniciativa de desencadear um processo de apadrinhamento civil, podendo, inclusive, designar a pessoa ou a família que pretende ver assumir esse papel15, o que constitui uma novidade face aos institutos alternativos que asseguram a representação do menor. Acresce que, nos termos do n.º 1, al. a), do art. 14.º da lei do apadrinhamento civil, é necessário o consentimento do menor, também maior de 12 anos, para a constituição da relação de apadrinhamento civil, devendo, em consequência, o menor subscrever o compromisso de apadrinhamento civil16. Enquanto subscritor do compromisso de apadrinhamento civil, o menor terá também capacidade para encetar o processo de revogação do mesmo perante a entidade que o constituiu17.

			Pretendeu, deste modo, o legislador assegurar a participação do menor no surgimento desta relação de apadrinhamento civil, procurando dar cobertura jurídica às situações de facto já existentes.

			Importa ainda referir que o novo regime do apadrinhamento civil se aplica não só a menores de nacionalidade portuguesa mas a todos aqueles que «residam em território nacional»18. Abrangem-se, deste modo, menores com residência em Portugal mas de nacionalidade estrangeira, defendendo-se, inclusive, que o estabelecimento de uma relação de apadrinhamento civil poderá ser a via seguida para a legalização de menores cuja permanência entre nós seja irregular19. Poder-se-á questionar, por outro lado, se o apadrinhamento civil não poderá futuramente ser tido em conta para efeitos da aquisição da nacionalidade portuguesa, à semelhança do que acontece actualmente com a adopção. Dependerá, certamente, do impacto desta nova relação na sociedade e do peso dos menores estrangeiros nos futuros apadrinhamentos a sensibilidade do legislador para introduzir alterações em matéria de lei da nacionalidade.

			3. OS «PADRINHOS» E AS «MADRINHAS CIVIS»

			Os padrinhos e as madrinhas civis serão pessoas com mais de vinte e cinco anos previamente habilitadas para o efeito nos termos do Decreto-Lei n.º 121/2010, de 27 de Outubro20. Fixa-se, assim, uma idade mínima para «apadrinhar», aproximando-se, neste particular, o regime do apadrinhamento civil ao regime da adopção restrita, previsto no art. 1992.º, n.º 1 do Código Civil. O legislador afastou-se já do preceituado em matéria de adopção no que respeita à exigência de uma idade máxima do adoptante, omitindo o requisito relativamente ao apadrinhamento. O alargamento da esperança média de vida e o papel que os padrinhos são chamados a assumir relativamente aos seus afilhados parecem não justificar o estabelecimento de «tectos máximos» quanto à idade dos padrinhos21. Assim, os maiores de sessenta anos, para quem a lei afasta a possibilidade de adopção (plena ou restrita), concorrerão com os maiores de vinte e cinco anos (e menores de sessenta) para efeitos de apadrinhamento civil, sujeitando-se aos mesmos requisitos de habilitação. Nesta medida, todos estarão sujeitos a uma avaliação da sua «idoneidade e autonomia de vida»22, bem como das capacidades para «estabelecerem relações afectivas próximas com uma criança ou jovem e para exercerem as inerentes responsabilidades parentais»23, independentemente da faixa etária em que se enquadrem.

			A lei permite, por outro lado, não só o apadrinhamento «singular» mas também o apadrinhamento realizado por «uma família»24, caso em que a ponderação dos factores elencados pelo legislador para avaliar a «idoneidade e autonomia de vida» dos padrinhos terá que ser feita relativamente aos diferentes membros da família... Questiona-se, desde logo, que tipo de família o legislador teve em mente ao estabelecer esta disjuntiva. Embora seja claro que estarão aqui incluídas as mesmas «famílias» às quais a lei permite a adopção, de acordo com um critério a maiore ad minus —as pessoas de sexo diferente casadas ou que vivam em união de facto—, já se poderão levantar fundadas dúvidas quanto a outras «fórmulas» familiares igualmente legítimas aos olhos da lei, para utilizar a expressão malquista banida pela reforma do Código Civil de 1977.

			Uma primeira questão que se pode colocar prende-se com saber se o legislador tomou a designação «famílias» num sentido restrito, como sinónima de «casais», ou se pretendeu acolher uma noção mais ampla da mesma, abrangendo, nomeadamente, descendentes e ascendentes, parentes na linha colateral, afins... O facto de, de forma expressa, o legislador ter proibido vários apadrinhamentos civis relativamente ao mesmo afilhado25, não dissipa a dúvida, na medida em que no mesmo normativo logo se exceptua da proibição a possibilidade de multiapadrinhamento nos casos em que os padrinhos vivem em família.

			Parece-nos, claramente, que quanto a esta possibilidade de interpretação do apadrinhamento por «uma família» o legislador disse mais do que o que queria dizer26. Se é verdade que «o padrinho ou madrinha são substitutos dos pais no cuidado das crianças e jovens, sem pretenderem fazer-se passar por pais», como se diz na Exposição de motivos da proposta de lei que deu origem ao actual regime27, dir-se-ia que não foi intenção do legislador substituir os pais por um verdadeiro clã familiar. Se não se vê o interesse que justificaria a distribuição das responsabilidades parentais por um conjunto (mais ou menos) alargado de pessoas, facilmente se intui as dificuldades que uma partilha destas responsabilidades acarretaria na prática. Ainda assim, a lei não restringe o apadrinhamento às hipóteses de apadrinhamento «singular» nem sequer o restringe a «casais», cabendo na letra da lei, no caso do apadrinhamento «familiar» ou «plural», a possibilidade de assunção das responsabilidades parentais por dois ou mais irmãos, ou por um pai e um filho ou ainda por um casal e os seus filhos, entre outras hipóteses.

			O diploma que veio regulamentar a Lei n.º 103/2009 —o Decreto-Lei n.º 121/2010, de 27 de Outubro— introduziu, por sua vez, a possibilidade de «alargamento» da relação de apadrinhamento civil ao cônjuge ou à pessoa que vive em união de facto com o padrinho/madrinha28. O apadrinhamento civil «singular» inicial pode transformar-se, em momento ulterior, num apadrinhamento «plural»29. Uma dúvida que se pode levantar quanto a este alargamento da relação de apadrinhamento ao cônjuge ou à pessoa que viva em união de facto com o padrinho/madrinha é, voltando atrás na análise que temos vindo a fazer, a de saber se esta possibilidade esgota os casos de apadrinhamento «plural» ou «familiar» a que a lei se refere. Já dissemos que a lei de 2009 configura, em alternativa, as modalidades de apadrinhamento por uma pessoa ou por uma família. E que não admite mais do que um apadrinhamento relativamente a cada menor excepto nos casos em que os padrinhos vivem em família. Este art. 6.º do Decreto-Lei n.º 121/2010, que teve por função, repetimos, regulamentar o diploma de 2009, permite o alargamento da relação ao cônjuge ou companheiro do padrinho. Dir-se-ia que num segundo momento, posterior ao da constituição da relação de apadrinhamento, o apadrinhamento «plural» ou «familiar» ficaria restringido a esta hipótese. O problema é saber se com esta disposição se vem, também, restringir a noção de família para efeitos de apadrinhamento «inicial», fazendo coincidir esta família com os cônjuges ou os «unidos de facto». Ou, de uma forma mais radical, se o apadrinhamento «plural» ou «familiar» se resume a este possível alargamento, a posteriori, da relação, permitido no art. 6.º.

			Quanto a este último entendimento, ele parece ser afastado pela própria lei do apadrinhamento civil, que se refere à designação (inicial) de padrinhos «de entre pessoas ou famílias habilitadas, constantes de uma lista regional do organismo competente da segurança social»30. Subsiste, porém, a questão do âmbito familiar compreendido no apadrinhamento. A lei refere-se à relação jurídica que se estabelece «entre uma criança ou jovem e [...] uma família» na própria noção que oferece do apadrinhamento civil31, excepciona a possibilidade de «os padrinhos viverem em família» quando estabelece a proibição de vários apadrinhamentos em simultâneo32 e diz que a habilitação dos padrinhos consiste na certificação de que os «membros da família que pretendem apadrinhar» possuem determinadas qualidades33. Reafirmamos que, tendo em conta estas disposições da lei, não nos parece que se deva considerar esta família como reduzida ao núcleo fundamental de duas pessoas maiores de 25 anos casadas ou vivendo em união de facto. A família que pode apadrinhar pode ser composta por outras pessoas, unidas por outras relações que não o casamento ou a união de facto. Já no que respeita à faculdade de alargamento posterior do apadrinhamento civil a outros familiares é que parece ter querido o legislador em 2010 restringir essa hipótese ao outro membro do «casal»34.

			Relativamente a este «alargamento» do apadrinhamento, tal como no que concerne à possibilidade já enunciada de apadrinhamento inicial por famílias-casais, uma outra questão que poderá ser levantada prende-se com a legitimidade para apadrinhar de pessoas (casais) do mesmo sexo. Face ao texto da lei, levantam-se dúvidas quanto às aspirações destes casais relativamente a esta nova possibilidade de exercício das responsabilidades parentais. A Lei n.º 103/2009, de 11 de Setembro, não se pronuncia abertamente sobre a possibilidade de casais homossexuais poderem apadrinhar um menor, relegando o problema para o diploma que veio regulamentar a aplicação do primeiro (o já referido Decreto-Lei n.º 121/2010, de 27 de Outubro) em sede de factores a ponderar para a habilitação dos padrinhos. Este último texto, por seu turno, limita-se a dizer que o regime do casamento civil entre pessoas do mesmo sexo, que proíbe a possibilidade de adopção, e o regime actual da adopção, que admite a adopção por pessoas de sexo diferente que vivam em união de facto, devem ser tidos em conta na ponderação necessária à habilitação dos padrinhos35.

			Prontamente grupos de defesa dos direitos dos homossexuais viram na nova lei a abertura de um caminho de preparação das mentalidades para uma futura adopção plena por homossexuais, ao mesmo tempo que os opositores dessa solução interpretaram os normativos citados como vedando qualquer pretensão ao apadrinhamento por casais do mesmo sexo.

			O Decreto-Lei n.º 121/2010, de 27 de Outubro, estabelece no seu art. 3.º um conjunto de factores que deverão ser ponderados para efeitos de certificação da idoneidade e autonomia de vida do candidato ao apadrinhamento, afastando, de seguida, a possibilidade de certificação daqueles que tiverem sido condenados pelos crimes previstos na al. a) do n.º 3 do art. 2.º da Lei n.º 113/2009, de 17 de Setembro —«a habilitação depende, ainda, de o candidato ou de qualquer das pessoas que com ele coabitem não terem sido condenados [...]»—, bem como daqueles que estiverem inibidos do exercício das responsabilidades parentais ou tiverem o seu exercício limitado em função do perigo criado para a segurança, saúde, formação moral ou educação do menor, nos termos do art. 1918.º do Código Civil36 —«o candidato a padrinho não pode, igualmente, estar inibido [...]». No que respeita à questão do apadrinhamento civil por casais de pessoas do mesmo sexo (n.º 4 do art. 3.º), o legislador utiliza uma redacção radicalmente diferente da adoptada nos impedimentos anteriormente apontados: não se limita a vedar o apadrinhamento nessas situações nem sequer se socorre da técnica de remeter para os mesmos impedimentos estabelecidos em matéria de adopção; antes refere que o disposto quanto à adopção por pessoas de sexo diferente que vivam em união de facto (art. 7.º, da Lei n.º 7/2001, de 11 de Maio) e o disposto quanto à adopção por pessoas casadas com cônjuge do mesmo sexo (art. 3.º, n.º 1, da Lei n.º 9/2010, de 31 de Maio) é aplicável para efeitos da ponderação necessária à habilitação dos padrinhos, «com as necessárias adaptações». Não se diz:

			— «É ainda aplicável à habilitação dos padrinhos, com as necessárias adaptações, o disposto no artigo 3.º da Lei n.º 9/2010, de 31 de Março, e no artigo 7.º da Lei n.º 7/2001, de 11 de Maio».

			Mas sim diz-se:

			— «Para efeitos da ponderação a que se refere o n.º 1, é ainda aplicável à habilitação dos padrinhos, com as necessárias adaptações, o disposto no artigo 3.º da Lei n.º 9/2010, de 31 de Março, e no artigo 7.º da Lei n.º 7/2001, de 11 de Maio».

			Em face da redacção do n.º 4 do art. 3.º do diploma que regulamenta o regime do apadrinhamento civil, parece-nos legítima a questão levantada. A proibição pura simples do apadrinhamento civil por casais de pessoas do mesmo sexo não parece decorrer claramente do preceito. Não restam dúvidas de que a certificação dos padrinhos terá que ponderar o facto. Mas sendo certo que os demais factores de ponderação elencados pelo legislador não são, naturalmente, incompatíveis com as preferências sexuais dos candidatos ao apadrinhamento, subsiste o problema de saber se estamos perante factores adicionais de ponderação de que depende a certificação da idoneidade e autonomia de vida dos potenciais padrinhos ou se os serviços responsáveis pela referida certificação deverão rejeitar liminarmente as candidaturas dos casais homossexuais. O legislador parece não ter querido ir tão longe, mas também não foi sua intenção assumir de uma forma clara a igualdade de tratamento dos casais de pessoas do mesmo sexo37. Acresce que não vemos como as preferências sexuais dos candidatos poderão, desde logo, ser ponderadas: os técnicos responsáveis pela certificação terão que se assegurar que os diferentes factores enunciados no n.º 1 do art. 3.º aqui em causa —personalidade, maturidade, capacidade afectiva, estabilidade emocional, capacidades educativas e relacionais, condições de higiene e habitação, situação económica, profissional e familiar, etc. — aconselham a certificação do candidato. As opções sexuais dos candidatos nada acrescentam aos factores enunciados. Em causa estará sempre a estabilidade emocional, a personalidade, a maturidade dos potenciais padrinhos e madrinhas, condicionalismos que são os elencados para a generalidade das situações. Como estará, de resto, nos casos em que os candidatos a padrinhos/madrinhas «singulares» sejam homossexuais. Ou sejam membros de uma mesma família, não sendo um «casal» e sejam homossexuais. No que respeita aos casais de pessoas do mesmo sexo, a sua inclusão ou exclusão de princípio no leque das candidaturas a avaliar será, sempre, uma opção política, cuja bondade não cabe aqui questionar. Ou se aceitam essas candidaturas ou se rejeitam; não se vislumbra, porém, como os serviços sociais podem ponderar estas opções de vida para além dos demais factores de ponderação enunciados.

			De iure constituto, parecendo não poder considerar-se que a lei exclui liminarmente as candidaturas de casais de pessoas do mesmo sexo ao apadrinhamento civil e não acrescentando as opções sexuais destes casais factores adicionais a ponderar em sede de certificação, dir-se-ia que o legislador pretenderia fazer no n.º 4 do art. 3.º do Decreto-Lei n.º 121/2010 uma chamada de atenção para o facto de a adopção ser proibida nestes casos e lançar uma especial suspeição quanto à idoneidade destas pessoas, como que dizendo que a sua certificação como padrinhos deverá ser especialmente cautelosa —apesar de não ser proibida38—, objectivo que, acreditamos, não esteve certamente no espírito do legislador.

			4. A RELAÇÃO DE APADRINHAMENTO CIVIL

			O conteúdo da relação de apadrinhamento civil depende dos contornos concretos que lhe forem dados no compromisso de apadrinhamento civil ou na decisão judicial, em função da via que o processo de apadrinhamento seguir. Podemos considerar que o regime-regra desta relação é o que decorre da aplicação dos arts. 1878.º ss. do Código Civil, com as limitações dos arts. 1936.º a 1941.º do mesmo diploma, previstas para a tutela39. As alterações a estas regras terão que ser expressamente consagradas no compromisso de apadrinhamento ou na decisão judicial40.

			No que respeita às obrigações assumidas com o apadrinhamento civil, o legislador especifica que os padrinhos têm a obrigação de prestar alimentos ao afilhado (tal como o afilhado está obrigado perante o padrinho) sempre que os pais não se encontrem em condições de, eles próprios, cumprirem essa obrigação41. Obrigação que, em virtude da equiparação legal dos padrinhos aos pais, se manterá mesmo depois da maioridade do afilhado, nas condições do art. 1880.º do Código Civil.

			E, significativamente, num diploma que tem a pretensão de minimizar o problema dos menores que vivem institucionalizados, acrescenta o legislador que os padrinhos têm direito a considerar o afilhado como «dependente para efeitos do disposto nos artigos 79.º, 82.º e 83.º do IRS», para além de beneficiarem do regime de faltas, licenças, prestações sociais e assistência na doença nos mesmos termos que os pais42.

			A preocupação do legislador com as incidências fiscais, laborais e sociais da relação de apadrinhamento civil denota a consciência de que razões de tipo económico podem condicionar fortemente a vontade (ou a ausência desta) no momento de assumir responsabilidades sobre um menor. As alterações introduzidas ao Código do IRS pela lei do apadrinhamento civil são a materialização dessa consciência.

			Da análise da situação jurídica encabeçada pelos padrinhos numa relação de apadrinhamento civil fica clara a intenção do legislador de aproximar o padrinho ou a madrinha civil ao tutor no que respeita ao exercício das responsabilidades parentais. Porém, diferentemente do que acontece com a tutela —que termina com a maioridade do pupilo43— o vínculo criado pelo apadrinhamento civil tem carácter permanente44, sobrevivendo à maioridade do afilhado. A relação de apadrinhamento civil mantém-se durante a vida dos padrinhos e dos afilhados, não obstante os poderes-deveres em que se traduzem as responsabilidades assumidas pelos padrinhos cessarem nos mesmos termos em que cessam as responsabilidades parentais dos pais. Este é, talvez, um dos traços mais característicos e inovadores desta nova relação45. Ainda assim, o apadrinhamento civil não é irrevogável. Já tivemos a oportunidade de referir que esta nova relação é um minus relativamente à adopção também em matéria de revogação. Desde logo, a adopção plena é irrevogável e a modalidade restrita de adopção apenas pode ser revogada nos casos que justificam a deserdação dos herdeiros legitimários46. Para a revogação da relação de apadrinhamento civil basta o acordo dos subscritores do compromisso de apadrinhamento, o incumprimento (culposo e reiterado) pelos padrinhos dos seus deveres ou a adopção pelo menor de comportamentos que tornam a manutenção da relação insustentável, sem que a lei exija a condenação penal dos intervenientes47.

			Por outro lado, diferentemente do que sucede com a tutela, a nova lei do apadrinhamento civil consagrou um conjunto de direitos que, em princípio, assistem aos padrinhos uma vez terminada (revogada) a relação de apadrinhamento civil. Estes direitos constam do art. 26.º, que surge na lei como simétrico ou como o reflexo quase perfeito do n.º 1 do art. 8.º, onde se estabelecem os direitos que os pais mantêm na vigência do apadrinhamento48: conhecer o local de residência do menor, dispor de forma de o contactar e poder visitá-lo, acompanhar o seu desenvolvimento, receber com regularidade imagens do menor... A titularidade destes direitos depende de a revogação do apadrinhamento ter tido lugar contra a vontade dos padrinhos e da ausência de culpa destes no processo.

			5. OS PAIS

			A constituição do vínculo de apadrinhamento civil não quebra a relação existente entre o menor e os seus pais. Os pais serão, no entanto, terceiros relativamente a esta nova relação49, no sentido de que não são partes no apadrinhamento civil.

			Ainda assim, aos pais é atribuída legitimidade para tomar a iniciativa do apadrinhamento civil, podendo eles designar a pessoa que pretendem ver assumir a posição de padrinho, ou, pelos menos, devendo ser ouvidos e participar no processo de escolha do padrinho civil50. Por outro lado, e com excepção das situações em que os pais tenham sido inibidos do exercício das responsabilidades parentais, haja confiança judicial ou tenha sido aplicada medida de promoção e protecção de confiança a instituição ou a pessoa seleccionada com vista à adopção, os pais deverão prestar o seu consentimento para a constituição da relação de apadrinhamento51, subscrevendo, também, o compromisso de apadrinhamento52.

			Na pendência da relação de apadrinhamento civil, os pais ficam privados do exercício das responsabilidades parentais. Mantêm, porém, a obrigação de prestar alimentos ao menor, sempre que possam satisfazer esse encargo, com prioridade relativamente aos padrinhos53.

			Os poderes-deveres que preenchem as responsabilidades parentais recairão sobre os padrinhos, que os exercerão nos termos e com os limites definidos no compromisso de apadrinhamento ou na sentença judicial. Ainda assim, a nova lei reconhece no seu art. 8.º um conjunto de direitos aos pais, dependentes, sempre, da sua consagração expressa no compromisso de apadrinhamento, ressalvando-se aquelas situações em que os pais estejam já inibidos do exercício dos seus poderes em virtude do incumprimento culposo destes com grave prejuízo para os filhos. Em concreto, e sem prejuízo do disposto no compromisso de apadrinhamento, enumerou o legislador, de uma forma meramente exemplificativa («designadamente»), a favor dos pais, os direitos de conhecerem os padrinhos e de os contactarem, serem informados do local de residência do filho, acompanharem o desenvolvimento do filho e receberem registos de imagem deste, contactarem o filho e, inclusive, o direito de o visitarem54.

			A relação de apadrinhamento civil é, deste modo, compatível com a manutenção de laços de alguma proximidade entre o afilhado e os seus pais, na medida em que a situação concreta não desaconselhe essa proximidade e ela possa ser vista como um contributo positivo no desenvolvimento da sua personalidade, ao mesmo tempo que tem elasticidade suficiente para acolher situações de exclusão dos pais no processo de crescimento do filho. Concretamente, o legislador previu a possibilidade de os direitos dos pais contactarem os filhos e de os visitarem serem limitados pelo tribunal sempre que os pais «ponham em risco a segurança ou a saúde física ou psíquica da criança ou do jovem» e, ainda, naqueles casos em que, simplesmente, «comprometam o êxito da relação de apadrinhamento»55. Fica claro, portanto, que a interferência dos pais, ainda que não seja «perigosa» no sentido comum da palavra, poderá ser obviada quando surja como um impedimento, ou como uma dificuldade acrescida, ao estabelecimento de relações afectivas entre os padrinhos e os afilhados. O novo destino traçado ao menor apadrinhado passa pela sedimentação da relação de apadrinhamento e os seus pais deverão contribuir nesse sentido. De resto, o encaminhamento do menor para o apadrinhamento civil pressupõe a falência anterior da relação com os pais.

			Nesta linha, aos pais é imposto, por outro lado, um dever de cooperação com os padrinhos para o bem-estar e desenvolvimento do menor56. Parece não oferecer dúvidas que este dever poderá traduzir-se numa obrigação de conteúdo negativo, num non facere, no sentido de não perturbar o esforço do padrinho de integração do menor numa nova família. Os direitos consagrados a favor dos pais no compromisso de apadrinhamento deverão ter em conta, precisamente, esta colaboração que os pais poderão prestar aos padrinhos no sentido do bem-estar do menor, que passa, agora, pelo êxito da nova relação de apadrinhamento civil.

			É claro, porém, que no caso de existir um conflito entre «o êxito da relação de apadrinhamento» e «a segurança ou a saúde física ou psíquica» do menor, deverá prevalecer esta última. O apadrinhamento civil não deverá ser encarado como um bem em si mesmo mas apenas como um instrumento ao serviço do bem-estar do menor. Justifica-se, pois, que aos pais seja reconhecida legitimidade para tomar a iniciativa de revogação do compromisso de apadrinhamento civil, sempre que o tenham subscrito, nos casos em que haja um incumprimento por parte dos padrinhos dos deveres assumidos57.

			No que respeita aos pais, a nova lei do apadrinhamento civil consagra ainda o dever de respeito e de preservação da intimidade da vida privada e familiar, do bom nome e da reputação dos padrinhos. Este dever é, de resto, mútuo, impondo-se, também, aos padrinhos, que deverão respeitar a intimidade da vida privada e familiar, o bom nome e a reputação dos pais. Apesar do reconhecimento, em termos gerais, de uma tutela da personalidade no art. 70.º do Código Civil, e de o facto de os pais ficarem, com a relação de apadrinhamento civil, desprovidos das responsabilidades parentais confiadas aos padrinhos não acarretar qualquer capitis deminutio, qualquer diminuição da sua personalidade jurídica, entendeu o legislador convocar expressamente a tutela de determinadas manifestações da personalidade humana para este contexto do apadrinhamento civil. À cláusula geral de tutela da personalidade e à autonomização de direitos especiais de personalidade incidindo sobre concretos bens da pessoa (onde se incluem a reserva da vida privada e a honra), que constituem a resposta do nosso Código Civil às reivindicações da personalidade humana ao direito58, acresce, no domínio do apadrinhamento civil, a consagração expressa dos direitos à honra e à reserva da vida privada. Estas duas projecções de um direito especial de personalidade, o direito à inviolabilidade pessoal59, foram consideradas pelo legislador como especialmente vulneráveis na relação de apadrinhamento civil. O facto de estarmos aqui perante relações (para)familiares convergentes ou parcialmente sobrepostas —o apadrinhamento civil e uma relação de parentesco em primeiro grau na linha recta— em que o menor é sujeito, leva a que possa haver uma certa promiscuidade quanto às informações relativas aos círculos privados, pessoais e até de segredo60 que são conhecidas e dadas a conhecer a terceiros pelos padrinhos e também pelos pais. Por outro lado, estes círculos de reserva frequentemente se entrelaçam com outros círculos do mesmo direito à inviolabilidade pessoal aqui em causa, como o círculo da honra. Nesta medida, esta chamada de atenção para os direitos de personalidade dos sujeitos com interesses potencialmente conflituantes, nas situações em que é constituída uma relação de apadrinhamento civil, contribui para densificar o conteúdo das situações jurídicas encabeçadas pelos padrinhos e pelos pais que não se encontrem ab initio inibidos do exercício dos seus poderes paternais.

			Não oferece dúvidas, por outro lado, mas talvez não fosse demais reafirmá-lo na economia de um preceito como o art.º 9.º aqui em análise, que quer os pais quer os padrinhos civis têm o dever de respeitar e preservar a intimidade da vida privada e a honra do menor que é apadrinhado. A sua menoridade, a sua qualidade de pessoa «em risco», institucionalizada ou não, sujeita às responsabilidades paternais de alguém que eventualmente lhe é desconhecido, não diminuem a sua personalidade; apenas a colocam numa posição especialmente vulnerável a eventuais violações.

			6. A HABILITAÇÃO «PRÉVIA» E A HABILITAÇÃO A POSTERIORI DOS PADRINHOS

			A relação de apadrinhamento civil pode surgir como o resultado da «colocação» ou entrega de um menor em condições de apadrinhamento a um dos padrinhos previamente habilitados em resultado da sua candidatura, cujo nome consta da «bolsa» criada para o efeito pelos serviços competentes. Ou pode, diferentemente, ter na sua base uma situação de facto, uma especial relação existente entre um menor e um adulto, regularizada através da habilitação deste último para efeitos do apadrinhamento daquele menor em concreto.

			Parece-nos que estas últimas relações de apadrinhamento terão uma muito mais forte probabilidade de vir a ser bem sucedidas do que as primeiras: é mais fácil o legislador limitar-se a dar cobertura legal a uma relação pré-existente, ainda que criada num primeiro momento por sentença judicial, relação essa resultante de uma composição livre e espontânea de interesses, do que criar do nada uma relação, selecionando um nome de uma lista de candidatos a padrinhos e confiando a esse «nome» um menor para que «com ele estabeleça[...] vínculos afectivos que permitam o seu bem-estar e desenvolvimento»61. Esta disjuntiva não é, de resto, nova, existindo também na adopção.

			A lei distingue estas duas possibilidades de apadrinhamento civil nos arts. 11.º, n.º 1, e ss., aligeirando, inclusive, o processo de apadrinhamento para aqueles familiares, pessoas idóneas e famílias de acolhimento a quem os menores tenham sido já confiados e para os tutores62. Para estes potenciais padrinhos civis, o legislador dispensou o processo de avaliação da respectiva personalidade e das suas condições sócio-económicas, limitando-se a apurar as suas motivações e a verificação dos requisitos de ordem prática, de exequibilidade da relação, nomeadamente a capacidade de cooperar com os pais no sentido de promover o desenvolvimento do afilhado63. Compreende-se que, se estas pessoas foram já objecto de uma avaliação anterior, ainda que num outro contexto, que levou à criação da especial relação que mantêm com o futuro afilhado, se evite uma duplicação de procedimentos e se simplifique a sua habilitação64.

			Nos demais casos em que o potencial padrinho, que não estas pessoas ressalvadas, é indicado por um dos interessados no apadrinhamento, o procedimento de habilitação segue os trâmites gerais estabelecidos na lei. O juiz deverá, isso sim, esgotar as soluções concretas apresentadas pelos interessados na nova relação —desde logo, pelo próprio menor, mas também pelos seus pais— bem como por aqueles que mais de perto conhecem as circunstâncias do caso e os seus intervenientes.

			7. BREVE CONCLUSÃO

			Perante esta originalidade do legislador português, e face ao ainda desconhecido resultado prático da introdução deste instituto no ordenamento nacional, é legitimo especular se o leque de soluções/remédios já oferecidos pela lei fica agora enriquecido, mais completo, porque uma lacuna é colmatada, ou fica apenas mais confuso e labiríntico.

			As matérias aqui abordadas não esgotam as dúvidas que o novo regime coloca e outros problemas podem ser levantados por esta «via alternativa» do exercício dos poderes paternais por pessoas distintas dos pais. A transformação do novo regime do apadrinhamento civil em law-in-action permitirá, certamente, aclarar a sua solução. Cabe, porém, aos juristas preparar o terreno onde germinarão as novas sementes lançadas pelo legislador. E aos serviços a quem são confiadas competências no processo de apadrinhamento cabe pôr em andamento uma máquina sem criar dificuldades e obstáculos adicionais aos que resultam já de estarmos perante menores para quem, por alguma razão, a vida com os pais se tornou impossível e o acolhimento numa instituição se afigurava como um projecto de vida plausível.
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					2 De facto, prevê o art. 33.º da Lei n.º 103/2009, de 11 de Setembro, que «A habilitação dos padrinhos, prevista no art. 12.º, será regulamentada por decreto-lei no prazo de 120 dias» (n.º 1); e que «A presente lei entra em vigor no dia seguinte ao da publicação daquele diploma regulamentador» (n.º 2). A regulamentação de que dependia a entrada em vigor deste diploma surgiu só, porém, em 27 de Outubro do ano seguinte, volvidos muitos meses dos optimistas 120 dias que o legislador previu. Este diploma regulamentador, o Decreto-Lei n.º 121/2010, de 27 de Outubro, por sua vez, entrou em vigor 60 dias após a sua publicação (art. 10.º). Assim, só ultrapassado este prazo, com a entrada em vigor do regime que concretiza os procedimentos necessários à habilitação dos futuros padrinhos, é que o novo regime do apadrinhamento civil começou, efectivamente, a dar os primeiros passos no nosso ordenamento jurídico. Coincidiu esta data, aproximadamente, com a entrada deste ano de 2011. No sentido de que seria «tecnicamente mais ajustado» fazer coincidir a data da entrada em vigor da Lei n.º 103/2009 com a data da entrada em vigor da sua regulamentação (do Decreto-Lei n.º 121/2010, portanto), vide TOMÉ D’ALMEIDA RAMIÃO, Apadrinhamento civil, Anotado e comentado, Lisboa, Quid Juris, 2011, pp. 10, in fine, e 11. Para uma apreciação crítica das normas dos dois diplomas que determinam o início da sua vigência, no sentido de que configuram «mais uma incorrecção na técnica legal» utilizada, vide HELENA GOMES DE MELO, JOÃO VASCONCELOS RAPOSO, LUÍS BAPTISTA CARVALHO, MANUEL DO CARMO BARGADO, ANA TERESA LEAL, FELICIDADE D’OLIVEIRA, Poder paternal e responsabilidades parentais, 2.ª ed., Lisboa, Quid Juris, 2010, p. 248.

				

				
					3 Neste sentido, vide a Exposição de motivos incluída na Proposta Lei de n.º 253/X (4.ª) [Aprova o regime jurídico do apadrinhamento civil, procede à 15.ª alteração ao Código do Registo Civil e altera o Código do Imposto sobre o Rendimento das Pessoas Singulares (IRS)], publicada no Diário da Assembleia da República, II série-A, n.º 82, de 12 de Março de 2009, p. 40, e que deu origem ao actual regime do apadrinhamento civil, bem como TOMÉ D’ALMEIDA RAMIÃO, Apadrinhamento civil, Anotado e comentado, cit., p. 5.

				

				
					4 Assim, vide a Exposição de motivos da Proposta de Lei n.º 253/X, cit., p. 41, bem como GUILHERME DE OLIVEIRA, «Apadrinhamento civil: uma iniciativa portuguesa, com certeza», in Revista do Advogado, ano XXVIII, n.º 101, São Paulo, AASP, Dezembro de 2008, p. 40, e HELENA GOMES DE MELO, JOÃO VASCONCELOS RAPOSO, LUÍS BAPTISTA CARVALHO, MANUEL DO CARMO BARGADO, ANA TERESA LEAL, FELICIDADE D’OLIVEIRA, Poder paternal e responsabilidades parentais, cit., p. 229.

				

				
					5 Este é o enquadramento defendido por JORGE DUARTE PINHEIRO, em O direito da família contemporâneo, Lições, 3.ª ed., Lisboa, AAFDL, 2010, p. 772. De acordo com o Autor, «a exigência de intervenção estatal para a constituição e revogação do vínculo, a duração [...] e a finalidade de integração familiar [...] permite considerar o apadrinhamento civil uma nova relação familiar inominada [...]». Sem entrar na questão de saber se, de facto, estamos perante uma nova relação familiar ou se o apadrinhamento civil não chega a alcançar tal estatuto, sempre diremos que não nos parece estarmos perante uma relação inominada, uma vez que o legislador lhe atribuiu um nomen iuris, inspirando-se num instituto próprio da Igreja Católica com larga tradição no país e fortemente enraizado na nossa cultura, procurando, talvez, capitalizar para a nova figura o respeito e a simpatia de que, em geral, beneficiam os padrinhos e madrinhas de baptismo. Assim, diz-se na Exposição de motivos que antecede o articulado da Proposta de Lei n.º 253/X, cit., p. 41, que «os nomes —mais sugestivos ou mais obscuros, fáceis de pronunciar ou demasiado eruditos— têm importância para o êxito dos institutos»; «neste contexto, supõe-se que as expressões ‘apadrinhamento civil’, ‘padrinho’, ‘madrinha’ têm vantagem sobre outras quaisquer, na medida em que são conhecidas pela população com um sentido relativamente aproximado do que se pretende estabelecer na lei civil: o padrinho ou madrinha são substitutos dos pais no cuidado das crianças e jovens, sem pretenderem fazer-se passar por pais».
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					10 Cfr. SUBCOMISSÃO DE IGUALDADE DE OPORTUNIDADES DA COMISSÃO DE ASSUNTOS CONSTITUCIONAIS, DIREITOS, LIBERDADES E GARANTIAS DA ASSEMBLEIA DA REPÚBLICA, Relatório das audições efectuadas no âmbito da «avaliação dos sistemas de acolhimento, protecção e tutelares de crianças e jovens», 2006, in <http://www.oa.pt/upl/{fb8145aa-a76b-4e10-9413-ed5f50d12481}.pdf>, pp. 32 e 34: «é necessário introduzir uma medida intermédia, que pode ser uma medida de tutela, acolhimento prolongado, ou inclusive [...] generalização da adopção restrita» (p. 34). Também alguma doutrina que mais de perto tem acompanhado estas matérias vinha defendendo a necessidade de criação de uma «figura jurídica intermédia», «entre a adopção plena e o regresso da criança aos pais biológicos» (HELENA BOLIEIRO/PAULO GUERRA, A criança e a família — uma questão de direitos, Visão prática dos principais institutos do Direito da família e das crianças e jovens, Coimbra, Coimbra Editora, 2009, p. 555), uma espécie de «adopção aberta, como alternativa à colocação em instituições [que] permitiria a estas crianças gozarem de um cuidado personalizado e do afecto próprio de uma família, em vez das situações temporárias e instáveis, que normalmente enfrentam» (CLARA SOTTOMAYOR, «Quem são os ‘verdadeiros’ pais? Adopção plena de menor e oposição dos pais biológicos», in Direito e Justiça, vol. XVI, tomo I, Lisboa, Universidade Católica Editora, 2002, p. 235).

				

				
					11 Cfr. o art. 5.º da Lei n.º 103/2009.

				

				
					12 Cfr. os n.ºs 1 e 2 do art. 5.º da Lei n.º 103/2009.

				

				
					13 Socorremo-nos novamente de uma expressão de GUILHERME DE OLIVEIRA, «Apadrinhamento civil: uma iniciativa portuguesa, com certeza», cit., p. 39, que precisamente a utiliza no sentido de negar a possibilidade de se recorrer a esta via como uma forma de agilizar o processo de adopção ou de se encurtar os seu trâmites legais.

				

				
					14 Assim, GUILHERME DE OLIVEIRA, «Apadrinhamento civil: uma iniciativa portuguesa, com certeza», cit., p. 39.

				

				
					15 Cfr. os arts. 10.º, n.º 1, al. e) e 11.º, n.º 2, da Lei n.º 103/2009. Note-se, porém, que tomada a iniciativa de encetar um processo de apadrinhamento civil pelo menor maior de 12 anos, deverá o tribunal ou o Ministério Público nomear patrono que o represente (art. 10.º, n.º 2). Por outro lado, a designação do padrinho feita pelo menor só se tornará efectiva após a habilitação do mesmo nos termos gerais (art. 11.º, n.º 2, in fine). A pretensão do menor deverá ser apresentada à comissão de protecção de crianças e jovens, ao tribunal em que já corra processo relativo ao menor, ao Ministério Público, caso esse processo não exista, a organismo da segurança social ou a entidade habilitada por esta para o efeito (art. 19.º, n.º 3).

				

				
					16 Cfr. a al. b) do art. 17.º do mesmo diploma.

				

				
					17 Cfr. o art. 25.º, n.ºs 1 e 2, da lei do apadrinhamento civil.

				

				
					18 Cfr. o art. 3.º, in fine.

				

				
					19 Neste sentido, vide a posição tomada pelo OBSERVATÓRIO PERMANENTE DA ADOPÇÃO DO CENTRO DE DIREITO DA FAMÍLIA DA FACULDADE DE DIREITO DA UNIVERSIDADE DE COIMBRA, autor do anteprojecto de lei que deu origem à Lei n.º 103/2009, no seu Regime jurídico do apadrinhamento civil anotado, número especial, Coimbra, Coimbra Editora, 2011, p. 9 (anotação ao art. 3.º, § 1). Distintamente, defendendo que o art. 3.º da Lei n.º 103/2009 deverá ser interpretado restritivamente, «não tendo aplicação sempre que a criança ou jovem não tenha nacionalidade portuguesa, salvo nos casos em que a norma de conflito do país da respectiva nacionalidade permita o contrário», vide HELENA GOMES DE MELO, JOÃO VASCONCELOS RAPOSO, LUÍS BAPTISTA CARVALHO, MANUEL DO CARMO BARGADO, ANA TERESA LEAL, FELICIDADE D’OLIVEIRA, Poder paternal e responsabilidades parentais, cit., pp. 229-231. Afirmam os Autores que o critério da territorialidade estabelecido por este normativo «não pode deixar de causar alguma perplexidade» (p. 229), tendo em conta as normas de conflitos vigentes em matéria de relações familiares, tutela e institutos análogos (arts. 25.º e 30.º do Código Civil), que remetem para a lei pessoal (da nacionalidade) dos sujeitos.

				

				
					20 Assim dispõe o art. 4.º da Lei n.º 103/2009.

				

				
					21 Neste sentido, vide OBSERVATÓRIO PERMANENTE DA ADOPÇÃO..., Regime jurídico do apadrinhamento civil anotado, cit., p. 11 (anotação ao art. 4.º, § 3).

				

				
					22 Cfr. o art. 12.º, n.º 1, da lei do apadrinhamento civil.

				

				
					23 Vide o texto preambular do Decreto-Lei n.º 121/2010, de 27 de Outubro.

				

				
					24 É o que resulta, desde logo, da própria noção de apadrinhamento civil incluída no art. 2.º da Lei n.º 103/2009.

				

				
					25 Cfr. o art. 6.º da Lei n.º 103/2009.

				

				
					26 Ou talvez não. De acordo com a anotação realizada a propósito da proibição de vários apadrinhamentos civis cumulativos ao art. 6.º do diploma regulamentar do apadrinhamento civil pelo autor material do projecto de lei de apadrinhamento, o OBSERVATÓRIO PERMANENTE DA ADOPÇÃO, nos casos de apadrinhamento por uma família poderá haver um alargamento do apadrinhamento a uma terceira pessoa «que viva com os padrinhos em economia comum» (OBSERVATÓRIO PERMANENTE DA ADOPÇÃO..., Regime jurídico do apadrinhamento civil anotado, cit., p. 16). Verifica-se, deste modo, que o apadrinhamento por uma família foi pensado inicialmente não exclusivamente para «casais» mas para «núcleos familiares» mais ou menos alargados.

				

				
					27 Vide, supra, a transcrição que fazemos deste parágrafo da Exposição de motivos na nota 4, in fine.

				

				
					28 Esta possibilidade encontra-se consagrada no art. 6.º do diploma de 2010.

				

				
					29 Uma questão que se pode levantar relativamente a esta hipótese de apadrinhamento «plural», quer se trate de um alargamento do apadrinhamento ao cônjuge/companheiro do padrinho ou madrinha inicial quer se trate de um apadrinhamento «conjunto» (simultâneo) por uma família, é a de saber qual o destino do menor em caso de ruptura da família que o apadrinhou. Em face do silêncio da lei sobre estas hipóteses, a doutrina tomou já posições diametralmente opostas: a solução da aplicação analógica das disposições relativas à regulação do exercício das responsabilidades parentais, incluindo as regras relativas à acção de alteração destas responsabilidades com o consequente estabelecimento de um regime de visitas, advogada por HELENA GOMES DE MELO, JOÃO VASCONCELOS RAPOSO, LUÍS BAPTISTA CARVALHO, MANUEL DO CARMO BARGADO, ANA TERESA LEAL, FELICIDADE D’OLIVEIRA, Poder paternal e responsabilidades parentais, p. 250, e, por outro lado, a defesa da total «inviabilidade» dessa solução, «quer porque não foi prevista expressamente, quer porque o art. 25.º/1, alíneas b) e c), prevê a revogação desse vínculo quando os padrinhos infrinjam culposa e reiteradamente os deveres assumidos com o apadrinhamento, em prejuízo do superior interesse do afilhado, ou o apadrinhamento civil se tenha tornado contrário aos interesses do afilhado», assumida por TOMÉ D’ALMEIDA RAMIÃO, Apadrinhamento civil, Anotado e comentado, cit., p. 34. Salvo melhor opinião, sempre diremos sobre este ponto que a «falência» do casamento ou da união de facto não tem que significar a «falência» de toda a família, não tem, portanto, que incluir a relação de apadrinhamento civil. Parece-nos, pois, que a dissolução do «casal» não implica, de forma necessária, uma violação dos deveres dos padrinhos nem tem que ser contrária aos interesses do afilhado, não acarretando, nestes casos, a revogação do apadrinhamento. O interesse do afilhado poderá ser acautelado numa regulação do exercício das responsabilidades parentais que, não sendo uma solução óptima, estará mais perto do «superior interesse» do menor do que a sua devolução à instituição de origem.

				

				
					30 Cfr. o art. 11.º, n.º 1, da Lei n.º 103/2009.

				

				
					31 Cfr. o art. 2.º do mesmo diploma.

				

				
					32 Cfr. o art. 6.º, idem.

				

				
					33 Cfr. o art. 12.º, n.º 1, idem.

				

				
					34 Um entendimento mais restritivo da possibilidade de apadrinhamento por uma família, tendo em conta a regulamentação da lei — reduzido ao alargamento ao cônjuge ou companheiro num segundo momento —, parece ser advogado hoje pelo OBSERVATÓRIO PERMANENTE DA ADOPÇÃO..., Regime jurídico do apadrinhamento civil anotado, cit., p. 96 (anotação ao art. 6.º, § 5), afirmando esta instituição que o legislador em 2010 veio restringir o âmbito da norma que prevê esta modalidade de apadrinhamento (pensada pelo OBSERVATÓRIO PERMANENTE DA ADOPÇÃO (OPA) e adoptada pelo legislador em 2009): «assim, o apadrinhamento por família apenas poderá ter lugar mediante alargamento da relação de apadrinhamento civil ao cônjuge ou à pessoa que viva em união de facto com quem tenha apadrinhado civilmente a criança ou jovem».

				

				
					35 Cfr. o art. 3.º, n.º 4, do Decreto-Lei n.º 121/2010.

				

				
					36 Cfr., respectivamente, os n.ºs 2 e 3 do art. 3.º do Decreto-Lei n.º 121/2010.

				

				
					37 Curiosamente, na anotação realizada ao regime do apadrinhamento civil pela entidade responsável pelo anteprojecto de lei, o OPA, os problemas levantados pelo n.º 4 do art. 3.º do diploma regulamentar não são objecto de tratamento. Ainda assim, afirma esta instituição que existem «condições básicas sem as quais ninguém pode ser habilitado»: idade mínima de 25 anos, não ter as suas responsabilidades parentais limitadas ou excluídas, não ter sido condenado por certos crimes e não coabitar com alguém condenado pelos mesmos crimes. De acordo com o OPA, estes requisitos legais são «objectivos» e «excludentes», ou seja, não dependem de qualquer apreciação pelos serviços responsáveis e dão lugar a um indeferimento liminar dos pedidos de habilitação: OBSERVATÓRIO PERMANENTE DA ADOPÇÃO..., Regime jurídico do apadrinhamento civil anotado, cit., p. 85 (anotação ao art. 3.º, § 1). «Ultrapassada a fase preliminar —continua o OPA (ob. cit., p. 86, § 3)— em que fica apurado que o candidato observa os requisitos legais objectivos e excludentes, há lugar à avaliação das suas condições pessoais de ‘idoneidade e autonomia de vida’», onde parece caber, portanto, a ponderação do facto de viver maritalmente com alguém do mesmo sexo, que não configura, deste modo, um impedimento objectivo e excludente.

				

				
					38 Em sentido distinto, defendendo que o n.º 4 do art. 3.º do Decreto-Lei n.º 121/2010 «afasta, em definitivo» a possibilidade de apadrinhamento civil por casais de pessoas do mesmo sexo, vide HELENA GOMES DE MELO, JOÃO VASCONCELOS RAPOSO, LUÍS BAPTISTA CARVALHO, MANUEL DO CARMO BARGADO, ANA TERESA LEAL, FELICIDADE D’OLIVEIRA, Poder paternal e responsabilidades parentais, cit., p. 231, bem como TOMÉ D’ALMEIDA RAMIÃO, Apadrinhamento civil, Anotado e comentado, cit., pp. 13-15, acrescentando este último Autor que «de outro modo não se compreenderia a remissão prevista (no) n.º 4 do art. 3.º do diploma regulamentar, a qual seria totalmente inútil».

				

				
					39 Cfr. os n.ºs 1 e 2 do art. 7.º da Lei n.º 103/2009. Prevê-se, ainda, um regime especial para aqueles casos em que os pais do menor tiverem morrido, estiverem inibidos do exercício das responsabilidades parentais ou forem incógnitos (n.º 3 do mesmo normativo), mandando o legislador aplicar a essas hipóteses os arts. 1943.º e 1944.º do Código Civil (obrigação de apresentação de uma relação de bens do menor e obrigação de prestação de contas ao tribunal de menores).

				

				
					40 Cfr. a al. d) do art. 16.º da Lei n.º 103/2009.

				

				
					41 Sobre esta obrigação de alimentos, prevista no art. 21.º da lei do apadrinhamento civil, que continua a recair, em primeira linha, sobre os pais do menor apadrinhado, vide o que é dito, infra, no n.º 5.

				

				
					42 Cfr. o art. 23.º, n.º 1 e n.º 2, da lei do apadrinhamento civil. Acresce que, nos temos da al. b) do cit. n.º 2 do art. 23.º, os padrinhos têm direito a «beneficiar do estatuto de dador de sangue». Justifica o OBSERVATÓRIO PERMANENTE DA ADOPÇÃO..., responsável, como já assinalámos, pelo anteprojecto do diploma em análise, no seu Regime jurídico do apadrinhamento civil anotado, cit., p. 67 (anotação ao art. 23.º, § 3), que tal beneficio se compreende «atenta a analogia simbólica entre o dador de sangue e aquele que apadrinha: dar afectos e dar cuidado deve ser equivalente a dar sangue, porque também salva vidas», argumento que, porém, temos muita dificuldade em subscrever por não vislumbrarmos a analogia invocada.

				

				
					43 Cfr. o art. 1961.º, al. a), do Código Civil.

				

				
					44 Cfr. o art. 24.º, n.º 1, da Lei n.º 103/2009. Precisando que o apadrinhamento civil deverá ser definido não como um vínculo permanente mas apenas como um vínculo «tendenciamente permanente», vide ANA SOFIA GOMES, Responsabilidades parentais, 2.ª ed., Lisboa, Quid Juris, 2009, p. 92. A Autora justifica a precisão pelo facto de o apadrinhamento civil pressupor a manutenção da ligação com a família natural e poder ser revogado. Sempre se dirá, no entanto, que, se a segunda razão aduzida justificará o carácter meramente tendencial da característica, já não se vê a relação desta nota tendencial com a primeira justificação avançada.

				

				
					45 Em sentido idêntico, considerando que no art. 24.º da nova lei «se consagra um dos efeitos jurídicos fundamentais desta nova figura jurídica», vide TOMÉ D’ALMEIDA RAMIÃO, Apadrinhamento civil, Anotado e comentado, cit., p. 84, in fine.

				

				
					46 Cfr. os arts. 1989.º e 2002.º-B, do Código Civil.

				

				
					47 Cfr. os diferentes fundamentos de revogação do apadrinhamento civil tipificados pelo legislador nas als. a) a f) do n.º 1 do art. 25.º da nova lei.

				

				
					48 Vide os desenvolvimentos tecidos sobre esta matéria, de seguida, no texto (n.º 5).

				

				
					49 Neste sentido, JORGE DUARTE PINHEIRO, O direito da família contemporâneo, Lições, cit., p. 763, afirma que a relação de apadrinhamento pressupõe duas partes [padrinho(s)/afilhado] mas «implica também um estatuto de ‘terceiros’ [...] dos pais do afilhado, perante os sujeitos da relação de apadrinhamento».

				

				
					50 Cfr. os arts. 10.º, n.º 1, al. d), e 11.º, n.º 2, e n.º 6, da lei do apadrinhamento civil.

				

				
					51 Cfr. o art. 14.º, n.º 1, al. c), n.º 2, n.º 3 e n.º 4, do mesmo diploma legal. Sobre as medidas de promoção de direitos e protecção e, em geral, sobre a «intervenção de protecção», vide ROSA CLEMENTE, Inovação e modernidade no direito de menores, A perspectiva da lei de protecção de crianças e jovens em perigo, Centro de Direito da família, Faculdade de Direito da Universidade de Coimbra, 16, Coimbra, Coimbra Editora, 2009.

				

				
					52 Cfr. o art. 17.º, al. b), da mesma lei.

				

				
					53 Cfr. o art. 21.º da lei do apadrinhamento civil.

				

				
					54 Cfr. as als. a)-g) do n.º 1 do art. 8.º. De acordo com o art. 16.º, al. e), o regime das visitas dos pais deverá estar obrigatoriamente previsto no compromisso de apadrinhamento civil ou na decisão do tribunal que venha a constituir a relação de apadrinhamento.

				

				
					55 Cfr. o n.º 2 do art. 8.º. Os demais direitos reconhecidos aos pais, que não o direito de contactar o filho e de o visitar, parecem constituir um núcleo essencial e intangível de direitos, dos quais os pais não podem ser privados: assim, v. o OBSERVATÓRIO PERMANENTE DA ADOPÇÃO..., Regime jurídico do apadrinhamento civil anotado, cit., p. 21 (anotação ao art. 8.º, § 3).

				

				
					56 Cfr. o art. 9.º, n.º 2, da lei do apadrinhamento civil.

				

				
					57 Cfr. o art. 25.º, n.º 1, al. b), bem como as demais hipóteses de revogação do apadrinhamento civil elencadas nas diferentes alíneas deste mesmo normativo.

				

				
					58 No sentido de que a personalidade humana reivindica ao Direito o reconhecimento da essencialidade, indissolubilidade e ilimitabilidade da personalidade jurídica, vide ORLANDO DE CARVALHO, Teoria geral do direito civil, Sumários desenvolvidos para uso dos alunos do 2.º ano (1.ª turma) do Curso Jurídico de 1980/81, Coimbra, Centelha, 1981, pp. 81 e 82.

				

				
					59 O direito à inviolabilidade pessoal, de acordo com o ensino oral de ORLANDO DE CARVALHO, desenvolve-se em três projecções essenciais: uma projecção «moral», na qual sobressai o direito à honra, uma projecção «vital», onde se enquadra o direito à intimidade da vida privada e ainda uma projecção «física» (onde surgem os direitos à imagem e à palavra).

				

				
					60 Sobre a autonomização de três zonas de protecção dentro da reserva da vida privada levada a cabo por ORLANDO DE CARVALHO no seu ensino, vide MARIA REGINA REDINHA/MARIA RAQUEL GUIMARÃES, «O uso do correio electrónico no local de trabalho», in Estudos em homenagem ao Professor Doutor Jorge Ribeiro de Faria, Coimbra, Coimbra Editora/FDUP, 2003, p. 655.

				

				
					61 Vide a definição de apadrinhamento civil consagrada no art. 2.º da Lei n.º 103/2009.

				

				
					62 Cfr. o art. 11.º, n.º 5, da Lei n.º 103/2009.

				

				
					63 Cfr. o art. 5.º, n. 1, do Decreto-Lei n.º 121/2010.

				

				
					64 Estas pessoas estarão já sujeitas a um processo «integral » de habilitação se o menor que pretenderem apadrinhar não for aquele que lhes foi confiado pelo tribunal, como salienta o OBSERVATÓRIO PERMANENTE DA ADOPÇÃO..., Regime jurídico do apadrinhamento civil anotado, cit., p. 32 (anotação ao art. 11.º, § 12). O mesmo procedimento «completo» será exigido se for sua intenção integrar as listas de potenciais padrinhos organizadas pelos serviços da Segurança Social.
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